amparo DIRECTO en revisión 2934/2011
amparo DIRECTO en revisión 2934/2011


amparo DIRECTO en revisión 2934/2011.

quejosa: **********
VISTO BUENO

SR. MINISTRO
ministrO ponente: jorge marIO pardo rebolledo.

SECRETARIA: MERCEDES VERÓNICA SÁNCHEZ MIGUEZ.

México, Distrito Federal. Acuerdo de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación correspondiente al día trece de junio de dos mil doce. 

V I S T O S para resolver los autos relativos al amparo directo en revisión 2934/2011, interpuesto en contra de la sentencia dictada por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, en el juicio de amparo directo **********; y,

R E S U L T A N D O :

PRIMERO. Demanda de amparo. Por escrito presentado el quince de junio de dos mil once, ante la Cuarta Sala del Supremo Tribunal de Justicia en el Estado de Jalisco, **********, promovió demanda de amparo en contra de las autoridades y por los actos que a continuación se precisan:

Autoridades Responsables:
Ordenadora: 

· Cuarta Sala del Supremo Tribunal de Justicia en el Estado de Jalisco.

Ejecutoras:

· Juez y Actuario adscritos al Juzgado Noveno de lo Mercantil del Primer Partido Judicial del Estado de Jalisco, con residencia en Guadalajara.

Actos Reclamados:
· Sentencia de fecha veintitrés de mayo de dos mil once, dictada por la Cuarta Sala del Supremo Tribunal de Justicia en el Estado de Jalisco, en el toca de apelación **********, así como su ejecución.

SEGUNDO. Garantías constitucionales violadas y terceros perjudicados. La parte quejosa señaló como garantías violadas en su perjuicio, las establecidas en los artículos 14, 16 y 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y como tercero perjudicado a **********.

TERCERO. Trámite y resolución del juicio de amparo. Por razón de turno correspondió conocer de la demanda al Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, cuyo Presidente la admitió a trámite mediante proveído de cuatro de julio de dos mil once, ordenó su registro bajo el número A.D. **********, y dio al Ministerio Público de la Federación la intervención que le corresponde.
No obstante que en la demanda de amparo se señaló como autoridad responsable ejecutora al Actuario adscrito al Juzgado Noveno de lo Mercantil de Guadalajara, Jalisco, el Presidente del Tribunal Colegiado del conocimiento tuvo con ese carácter al Secretario Ejecutor, ya que es a éste a quien le corresponde la ejecución de la sentencia.

Seguidos los trámites procesales correspondientes, el cuatro de noviembre de dos mil once, el órgano colegiado dictó sentencia en la que resolvió negar a la quejosa el amparo y protección de la justicia federal.

CUARTO. Interposición del recurso de revisión. Inconforme con la resolución del amparo directo, mediante escrito presentado el veinticinco de noviembre de dos mil once, en la Oficina de Correspondencia Común de los Tribunales Colegiados en Materia Civil del Tercer Circuito, **********, interpuso recurso de revisión. 

Por auto de veintinueve de noviembre de dos mil once, el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, tuvo por interpuesto el recurso de que se trata y ordenó remitir los autos del juicio de amparo y el escrito de expresión de agravios a la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

QUINTO. Desechamiento del recurso de revisión ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Con la remisión anterior, el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por auto de nueve de diciembre de dos mil once, ordenó formar y registrar el toca relativo bajo el número 2934/2011, y dispuso desechar por improcedente el recurso de revisión.

SEXTO. Trámite del recurso de reclamación. Inconforme con esa determinación, por escrito presentado el veinte de diciembre de dos mil once, en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ********** interpuso recurso de reclamación.

Por auto de tres de enero de dos mil doce, el Presidente de este Alto Tribunal ordenó admitir el recurso de reclamación, registrándolo bajo el número ********** y dispuso turnarlo a la Ponencia del Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo, para la elaboración del proyecto de resolución respectivo.

En sesión de quince de febrero de dos mil doce, por unanimidad de cinco votos, esta Primera Sala determinó que el recurso de reclamación ********** era fundado y revocó el acuerdo de Presidencia de este Alto Tribunal, dictado el nueve de diciembre de dos mil once, en el amparo directo en revisión 2934/2011, toda vez que el Tribunal Colegiado realizó una interpretación directa del artículo 16 de la Constitución Federal.

SÉPTIMO. Admisión y trámite del recurso de revisión. El veinte de marzo de dos mil doce, el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ordenó admitir a trámite el recurso de revisión con reserva del estudio de importancia y trascendencia que en el momento procesal oportuno se realice; y en ese mismo proveído ordenó dar vista al Procurador General de la República, turnar el expediente para su estudio al Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo y se dispuso pasar el expediente a la Primera Sala de esta Suprema Corte, en virtud de que la materia del asunto corresponde a su especialidad.

El Presidente de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, mediante acuerdo de nueve de abril de dos mil doce, decretó el avocamiento del asunto y ordenó el envío de los autos al Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo a fin de elaborar el proyecto de resolución correspondiente.

C O N S I D E R A N D O :

PRIMERO. Competencia. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, es legalmente competente para conocer del presente recurso de revisión, en términos de lo dispuesto por los artículos 107, fracción IX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 84, fracción II, de la Ley de Amparo; y, 21, fracción III, inciso a), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación; así como en los puntos segundo, tercero y cuarto del Acuerdo General 5/2001, emitido por el Pleno de este Alto Tribunal, publicado en el Diario Oficial de la Federación, el veintinueve de junio de dos mil uno, toda vez que el recurso fue interpuesto en contra de una sentencia pronunciada en un juicio de amparo directo en el que se realizó una interpretación directa del artículo 16 Constitucional y, su resolución no requiere la intervención del Tribunal Pleno.
SEGUNDO. Oportunidad del recurso. Por tratarse de un presupuesto procesal cuyo análisis debe hacerse de oficio, es necesario corroborar que la interposición del recurso fue oportuna. 

El recurso de revisión planteado por el recurrente, fue interpuesto en tiempo y forma, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 86 de la Ley de Amparo, pues de las constancias de autos se advierte que la sentencia dictada por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito le fue notificada por lista el viernes once de noviembre de dos mil once
, surtiendo efectos el día hábil siguiente, es decir, el lunes catorce del citado mes y año, de conformidad con la fracción II, del artículo 34 de la Ley de Amparo. 

Así, el plazo de diez días que señala el artículo 86 de la Ley de Amparo, corrió del martes quince al martes veintinueve de noviembre de dos mil once, sin contar en dicho plazo los días diecinueve, veinte, veintiséis y veintisiete de noviembre de dos mil once, por ser inhábiles conforme a los artículos 23 de la Ley de Amparo y 163 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, y de conformidad con el Acuerdo General 2/2006 del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Así como el día veintiuno de noviembre de dos mil once, de conformidad con el Acuerdo 10/2006, del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal.

En tales condiciones, dado que de autos se desprende que el recurso de revisión fue presentado ante la Oficina de Correspondencia Común de los Tribunales Colegiados en Materia Civil del Tercer Circuito, el veinticinco de noviembre de dos mil once, resulta evidente que se interpuso oportunamente.

TERCERO. Problemática jurídica a resolver. En el presente asunto, deberá dilucidarse si el recurso de revisión resulta procedente y, en su caso, determinar si los agravios formulados por la recurrente, resultan o no, aptos para revocar la sentencia recurrida. 

CUARTO. Cuestiones necesarias para resolver el asunto. 

I.
Antecedentes. 

1. Medios Preparatorios a Juicio. ********** promovió providencia precautoria solicitando el secuestro provisional o embargo sobre bienes de la futura demandada **********, ello como consecuencia del incumplimiento del contrato de compraventa que celebraron el seis de enero de dos mil ocho, así como de sus convenios modificatorios de quince de mayo y quince de julio de ese año.

2. 
Primera Instancia.
2.1. Demanda inicial. Con posterioridad a los medios preparatorios mencionados, en un juicio ordinario mercantil, radicado con el número **********, en el Juzgado Noveno de lo Mercantil del Primer Partido Judicial del Estado de Jalisco, con residencia en Guadalajara, **********, en su carácter de Presidente del Consejo de Administración y Apoderado General para Pleitos y Cobranzas de **********, las siguientes prestaciones:
a)
La rescisión del contrato de compraventa que celebraron el veinticuatro de enero de dos mil ocho, respecto del inmueble identificado como el edificio marcado con los ********** en la ciudad de Guadalajara, así como la rescisión de los convenios de quince de mayo de dos mil ocho y quince de julio de ese año; 

b)
La restitución y pago de la cantidad de **********, al tipo de cambio vigente en la fecha de pago; 

c)
El pago de intereses al tipo legal que generó la entrega a la demandada de los $********** y hasta su pago; 

d)
El pago de la pena convencional pactada en la cláusula séptima del contrato de compraventa, por la cantidad de **********, al tipo de cambio vigente en la fecha de pago; y

e)
El desembolso de los gastos y costas con motivo de la tramitación del juicio.

Para sustentar sus pretensiones, la actora señaló en lo que aquí interesa, que el veinticuatro de enero de dos mil ocho, que a través de sus respectivos representantes **********por la actora y ********** por la demandada) celebraron un contrato de compraventa, el cual fue objeto de diversas modificaciones el quince de mayo y el quince de julio de ese mismo año, contrato respecto del cual la demandada incumplió con las obligaciones de hacer consignadas a su cargo en la cláusula cuarta, pues no entregó la posesión física y material del inmueble objeto del contrato, con los locales comerciales que se encuentran en él y que se relacionan con el anexo B del citado contrato, totalmente desocupados; no escrituró el inmueble a favor de la actora, no llevó a cabo el finiquito de los trabajadores del hotel que opera en el inmueble, tampoco notificó a los arrendatarios haciendo de su conocimiento que la actora era la nueva dueña del inmueble, y no hizo entrega de los contratos originales de arrendamiento, ni convenios de rescisión de los arrendamientos.

2.2. Contestación de demanda. Una vez que el Juez de origen admitió la demanda y emplazó a la contraparte de la actora, ésta dio contestación por conducto de su administrador único, **********, haciendo valer las excepciones que consideró pertinentes, argumentando en lo que aquí interesa, lo siguiente:

Que el cumplimiento de las obligaciones a su cargo, contenidas en la cláusula cuarta del contrato base de la acción, se encontraban sujetas a la condición suspensiva, consistente en el compromiso adquirido por la actora en el sentido de entregar a la demandada $**********, a fin de que estuviera en posibilidad de liquidar a los arrendatarios que se encuentran en el inmueble objeto de la compraventa, cantidad que sería solicitada mediante carta firmada a la actora, pero al no haberse especificado el lugar y la persona a quien debería dirigirse la carta aludida, la demandada a través de su administrador único **********, intentó en diversas ocasiones hacer entrega de esa carta a **********; sin embargo, éste no aceptó firmar el acuse de recibo bajo el argumento de que no hacía falta, absteniéndose en consecuencia de entregar la cantidad mencionada, a pesar de que la entrega de ese dinero era indispensable para liquidar a los inquilinos del inmueble.

Pese a lo anterior, a fin de estar en condiciones de cumplir con sus obligaciones, procedió a realizar diversas acciones tendientes a ello, como son liquidar al personal del hotel, pagar contribuciones, realizar reparaciones, y pactar con los inquilinos para que desocuparan anticipadamente los locales arrendados; no obstante, llegado el cinco de agosto de dos mil ocho (fecha límite para el cumplimiento de las obligaciones), la actora se abstuvo de cumplir con sus obligaciones, solicitando en diversas ocasiones y de manera verbal a través de **********, una extensión del plazo para el cumplimiento de las obligaciones a su cargo, argumentando para tal efecto, la constante fluctuación del dólar, también le propuso la autorización del pago a través de bienes inmuebles ofrecidos a precios elevados, intentando con ello modificar las obligaciones a su cargo, por lo que al no estar de acuerdo, le ofreció adquirir el inmueble a través de la celebración de un nuevo contrato de renta con opción a compra, ello con la finalidad de dejar de cumplir con las obligaciones contraídas en el contrato base de la acción y mantenerlo en el engaño de querer cumplir con pagos sustitutos, pues dichos ofrecimientos se realizaron con fecha posterior al embargo precautorio solicitado en los medios preparatorios a juicio.
Para demostrar lo anterior, en la misma contestación de demanda exhibió como prueba una fe de hechos, en la que según afirma, se hace constar que el dos de febrero de dos mil nueve, desde su teléfono móvil, **********, representante legal de la actora, reenvió desde su dirección de correo electrónico que es: “**********” a la cuenta personal de **********, que es “**********”, un correo electrónico a través del cual envía un contrato de arrendamiento con opción a compra; sin embargo, al no haber obtenido la novación que pretendía, pues la demandada no aceptó las condiciones ventajosas en que la actora intentaba adquirir el inmueble objeto del contrato, ésta procedió con los medios preparatorios a juicio que ya tenía avanzados, lo cual dice, demuestra el dolo con que se condujo la actora al pretender obtener de manera diversa y ventajosa el citado inmueble.

2.3. Reconvención. En el mismo escrito de contestación, la demandada **********, reconvino de **********, lo siguiente:

a)
El cumplimiento del contrato de compraventa;

b)
El pago de $********** por concepto del precio del inmueble motivo de la compraventa; 

c)
El pago de $********** por concepto de la aplicación de la cláusula penal impuesta en el contrato;

d)
El pago de los intereses legales;

e)
El pago de daños y perjuicios causados con motivo del incumplimiento; 

f)
El pago que resulte por el daño moral causado por la actora al afectar el crédito comercial de su representada por la disminución de la clientela;

g)
Retener el inmueble objeto de la compraventa, así como sus frutos, hasta que sea totalmente pagado el precio; y

h)
El levantamiento del embargo.

2.4. Contestación de la reconvención. **********, dio contestación a la demanda reconvencional negando la existencia de una condición suspensiva, pues es falso que se hubiese obligado a pagar de manera anticipada al cumplimiento de las obligaciones a cargo de la demandada, la cantidad de $**********; negando además que ********** haya modificado los términos del contrato o hubiese consentido una prórroga para el cumplimiento de las obligaciones.

2.5. Pruebas. En auto de treinta de septiembre de dos mil nueve, el Juez de origen abrió una dilación probatoria.

En atención a ello la demandada ofreció las siguientes pruebas:
I) La confesional de quien se ostenta como representante de ********** que deberá absolver personalmente **********.

II) La testimonial a cargo de **********.

III) La testimonial a cargo de **********.

IV) La testimonial de **********.

V) La documental consistente en los medios de convicción ofrecidos en la contestación de la demanda, entre ellos el anexo 16, consistente en la certificación de hechos practicada por corredor público respecto de los mensajes de datos vía correo electrónico, dirigidos a ********** a su correo electrónico personal cuya cuenta es “**********”, con el objeto de acreditar por un lado, la mala fe con que ha actuado la actora para mantener a la demandada en el engaño, haciéndole creer que la operación de compraventa seguía en pie y podía tener otros matices, a pesar de que ya había iniciado los medios preparatorios a juicio; y por otro lado, la intención de faltar al cumplimiento de las obligaciones a cargo de la actora.

VI) La inspección judicial a los libros de contabilidad de la actora.

VII) La documental pública consistente en las actuaciones judiciales que prevalecen en autos.

VIII) La inspección judicial en la cuenta personal de correo electrónico de **********, quien es administrador único de la demandada **********, para verificar el contenido de los mensajes que le fueron enviados con posterioridad a la presentación de la solicitud de los medios preparatorios; el objeto de esta prueba es el certificar y dar fe de que el contenido de la documental pública, consistente en la certificación de hechos que se exhibe como anexo 16 coincide y es veraz en cuanto a su transcripción.

Por auto de dos de diciembre de dos mil nueve, el Juez de primera instancia determinó tener por ofrecidas las pruebas que refirió el autorizado de la parte demandada, admitiéndolas por encontrarse ajustadas a derecho, con excepción de la prueba confesional a cargo de ********** y las inspecciones judiciales a que se refieren los puntos VI y VIII; en lo concerniente a la confesional, no se admitió en virtud de estarla ofreciendo a cargo de persona física específica y su parte contraria lo constituye una persona moral; y la inspección judicial a que se refiere en el inciso VIII, en razón de que de su ofrecimiento se aprecia que tiene que desahogarse por medios o elementos de carácter técnico y no proporciona los medios necesarios para su desahogo, además de que no tienen relación con la litis planteada en el juicio.

En contra del desechamiento de esas pruebas la demandada interpuso recurso de apelación preventiva.

Por auto de diez de febrero de dos mil diez, se tuvo por interpuesto el recurso y se ordenó tenerlo presente en caso de apelarse la sentencia definitiva.

Ante la inadmisión de la prueba confesional, la parte demandada volvió a ofrecer la prueba confesional a cargo de la actora por conducto de quien la represente;
 sin embargo, por auto de nueve de marzo de dos mil diez, se desechó por que el ofrecimiento resultó extemporáneo.

En contra de esa decisión interpuso recurso de apelación preventiva
, misma que por auto de ocho de abril de dos mil diez, se tuvo por interpuesta para en su caso resolverse junto con la apelación en contra de la sentencia definitiva.

2.6. Sentencia. Seguido los trámites conducentes, el veinticinco de enero de dos mil once, el Juez Noveno de lo Mercantil del Primer Partido Judicial del Estado de Jalisco, con residencia en Guadalajara, dictó sentencia definitiva en la que declaró que la actora principal no probó plenamente los elementos constitutivos de la acción que ejercitó, en tanto que la demandada acreditó parcialmente las excepciones que hizo valer; en consecuencia, absolvió a ********** de todas y cada una de las prestaciones que le fueren reclamadas en el juicio principal y condenó a **********, a pagarle a la sociedad mercantil demandada ********** los gastos y costas generados por la tramitación del juicio; así mismo, resolvió que la actora reconvencional probó y acreditó parcialmente sus pretensiones y reclamaciones, en tanto que la parte demandada reconvencional no justificó la procedencia de las excepciones; por tanto, la condenó al cumplimiento del contrato de compraventa celebrado con fecha veinticuatro de enero de dos mil ocho, y sus convenios modificatorios celebrados el quince de mayo y quince de julio, ambos de la misma anualidad, así como a pagar a favor de ********** el remanente insoluto de la operación y que resulta ser la cantidad de $********** o su equivalente en Moneda Nacional al tipo de cambio oficial vigente en la fecha de pago; al pago de la cantidad de $**********, o su equivalente en Moneda Nacional al tipo de cambio oficial vigente en la fecha de pago, por concepto de cláusula penal establecida en el contrato fundatorio de la acción debido al incumplimiento de las obligaciones en que incurrió; así como al pago de intereses moratorios al tipo legal del 6% seis por ciento anual, calculados sobre el remanente insoluto de la contraprestación pactada como precio de la operación comercial; finalmente, la condenó al pago de gastos y costas del juicio reconvencional; absolviéndola del pago de los daños y del pago de daño moral reclamado.

3. Recurso de Apelación. En contra de esa sentencia ambas partes interpusieron recurso de apelación, dichos recursos junto con los interpuestos de manera preventiva por la demandada contra los autos de dos de diciembre de dos mil nueve y nueve de marzo de dos mil diez, relativos al desechamiento de las pruebas confesional y de inspección judicial, se registraron con el número de toca **********, del índice de la Cuarta Sala del Supremo Tribunal de Justicia del Estado de Jalisco, quien con fecha veintitrés de mayo de dos mil once, consideró que los agravios expresados por la demandada en lo principal resultaron ineficaces para ordenar reponer el procedimiento y admitir las pruebas cuya admisión fue denegada, así como para revocar o modificar la sentencia definitiva en la forma que pretende; en tanto, de los motivos de disenso expuestos por la actora, uno resultó ser fundado y preponderante para revocar la sentencia definitiva materia de la impugnación, en consecuencia; se resolvió confirmar los autos de fechas dos de diciembre de dos mil nueve y nueve de marzo de dos mil diez; y revocar la sentencia definitiva.

4. Amparo Directo. Inconforme, con la determinación anterior ********** promovió demanda de amparo directo de la que conoció el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, quien lo radicó con el número ********** y en sesión de cuatro de noviembre de dos mil once, resolvió negar la protección federal solicitada, resolución que ahora se combate.

II. Conceptos de violación. La parte quejosa en la demanda de amparo hizo valer diversos conceptos de violación, entre los que destaca para el estudio del presente asunto, el que enseguida se reproduce:

“c).- Por otro lado, perjudica también a la solicitante del amparo la determinación de inadmitir el desahogo de la inspección en la cuenta de correo de **********, según dice porque ningún beneficio aportaría a los intereses jurídicos de la apelante, y por el contrario, violaría el principio de expedites que tutela el artículo 17 de la Ley Fundamental diciendo que aún siendo fundado el agravio propuesto a la postre se tornaría inoperante para revocar el fallo materia de la apelación y ordenar la reposición procesal citando una tesis que da la razón al promovente del amparo, toda vez que si bien el artículo 17 de la Ley de leyes establece que la justicia debe ser expedita, no menos cierto es que la quejosa tiene derecho a que se le reciban las pruebas para justificar los hechos de sus excepciones, porque es carga de la prueba que la ley le impone, y siendo el medio de convicción un medio reconocido por la ley, lo justo es que se desahogue la citada inspección en la cuenta de correo electrónico propuesta de ********** con el objeto de acreditar que el representante legal del tercero perjudicado estuvo ofreciendo, dado el incumplimiento de la entrega del precio de la venta, diversos bienes y con ello, mi autorizante también pretende justificar los daños y perjuicios, el dolo con que se condujo el tercero perjudicado al tratar de desvirtuar la operación de compraventa y hacerse del bien de manera diversa sin apegarse al cumplimiento del contrato, y si bien es cierto que algunos correos se efectuaron en el tiempo en que ya se había interpuesto la demanda, también lo es que el quejoso aún no había sido emplazado y al no tener conocimiento aún del juicio, el tercero perjudicado habría podido desistirse de la demanda si hubiese prosperado su propósito de adquirir el inmueble materia de la litis a través de la aceptación del quejoso de aceptar bienes en concepto de permuta en vez de dinero y de esta manera se habría llegado a un nuevo acuerdo que ya no implicara la entrega de USD $**********, o su equivalente en moneda nacional al tipo de cambio vigente en el momento del pago, con lo que evitaría asumir la obligación a la que se sujetó, ya que no sólo contaba con el dinero, sino que debido a las constantes fluctuaciones del dólar, el tercero perjudicado no quería pagar aumentos en el precio de éste; además se acreditaría el lucro cesante, el provecho esperado a que se hizo mención en la contestación de la demanda y que inexplicablemente, tanto el A quo, como el Ad quem, dejaron de hacer el pronunciamiento correspondiente.”

III. Consideraciones de la sentencia recurrida. El Tribunal Colegiado contestó el concepto de violación antes reproducido, de la siguiente manera:
“Es infundada la violación procesal que hace valer la quejosa, consistente en la ilegalidad en que la Sala responsable incurre al no admitir la inspección ocular que ofreció en el punto VIII de su escrito de pruebas, en la medida que existe su derecho a que se le reciban las pruebas para justificar sus excepciones.

En efecto, del escrito de catorce de octubre de dos mil nueve, en el cual la demandada y actora en la reconvención, anunció el medio de convicción en cuestión, se advierte que el mismo tendía a demostrar el argumento de que su contraria no cumplió con pagar el precio de la compraventa, proponiéndole después de promover la providencia precautoria y después de la demanda, sustituir el fundatorio, por un contrato de arrendamiento con opción de compra del inmueble; defensa que se hizo valer en el punto quinto de los hechos de la contestación de la demanda de origen.

Luego, debe prevalecer la determinación de la Sala responsable para no admitir la prueba de inspección judicial en estudio, pero por razones diversas a las que contiene el fallo impugnado, como se verá a continuación.

Para facilitar las consideraciones que se expondrán, conviene traer a colación el texto del artículo 16 constitucional en sus párrafos décimo segundo y décimo tercero, los cuales disponen: "…Las comunicaciones privadas son inviolables. La ley sancionará penalmente cualquier acto que atente contra la libertad y privacía de las mismas, excepto cuando sean aportadas de forma voluntaria por alguno de los particulares que participen en ellas. El juez valorará el alcance de éstas, siempre y cuando contengan información relacionada con la comisión de un delito. En ningún caso se admitirán comunicaciones que violen el deber de confidencialidad que establezca la ley.- Exclusivamente la autoridad judicial federal, a petición de la autoridad federal que faculte la ley o del titular del Ministerio Público de la entidad federativa correspondiente, podrá autorizar la intervención de cualquier comunicación privada. Para ello, la autoridad competente deberá fundar y motivar las causas legales de la solicitud, expresando además, el tipo de intervención, los sujetos de la misma y su duración. La autoridad judicial federal no podrá otorgar estas autorizaciones cuando se trate de materias de carácter electoral, fiscal, mercantil, civil, laboral o administrativo, ni en "el caso de las comunicaciones del detenido con su "defensor.".

De lo recién trascrito se concluye válidamente que el citado precepto constitucional establece el derecho fundamental a la inviolabilidad de las comunicaciones privadas, y si bien prevé en qué casos la autoridad judicial federal, a petición de la autoridad federal que faculte la ley o del titular del Ministerio Público de la entidad federativa correspondiente, podrá autorizar la intervención de cualquier comunicación privada, también es claro al establecer que no se podrán otorgar estas autorizaciones cuando se trate de materias de carácter electoral, fiscal, mercantil, civil, laboral o administrativo, ni en el caso de las comunicaciones del detenido con su defensor.

Ahora bien, generalmente, se ha considerado que las comunicaciones privadas objeto de protección constitucional se identifican con la correspondencia de carácter escrito, no obstante, no es válido hacer una interpretación restrictiva de ese derecho fundamental, debido a que la propia constitución no lo limita a algún medio en particular, sino que se extiende a todos aquellos a través de los cuales se puede generar la comunicación privada; de ahí que ésta se encuentre tutelada cualquiera que sea la forma en que se realice, incluida, evidentemente, la que se entabla en medios producto de la evolución tecnológica, como son los correos electrónicos.

En sustento de lo razonado se cita la tesis CLVIII/2011, emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, consultable en la página doscientos diecisiete, Tomo XXXIV, Agosto de dos mil once, Novena Época del Semanario Judicial de la Federación, que previene: "DERECHO A LA INVIOLABILIDAD DE LAS COMUNICACIONES PRIVADAS. MEDIOS A TRAVÉS DE LOS CUALES SE REALIZA LA COMUNICACIÓN OBJETO DE PROTECCIÓN.- Tradicionalmente, las comunicaciones privadas protegidas en sede constitucional han sido identificadas con la correspondencia de carácter escrito, que es la forma más antigua de comunicarse a distancia entre las personas. De ahí que en el penúltimo párrafo del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se señale que la correspondencia que bajo cubierta circule por las estafetas estará libre de todo "registro”. Sin embargo, la expresa referencia a las comunicaciones postales no debe interpretarse como una relación cerrada. En primer término, es necesario señalar que nuestra Constitución no limita los medios a través de los cuales se puede producir la comunicación objeto de protección del derecho fundamental en estudio. Esto resulta acorde con la finalidad de la norma, que no es otra que la libertad de las comunicaciones, siendo que ésta puede ser conculcada por cualquier medio o artificio técnico desarrollado a la luz de las nuevas tecnologías. Del tradicional correo o telégrafo, pasando por el teléfono alámbrico y el teléfono móvil, hemos llegado a las comunicaciones que se producen mediante sistemas de correo electrónico, mensajería sincrónica o instantánea asincrónica, intercambio de archivos en línea y redes sociales. Las posibilidades de intercambio de datos, informaciones y mensajes se han multiplicado por tantos programas y sistemas como la tecnología es capaz de ofrecer y, por lo tanto, también las maneras en que dichos contenidos pueden ser interceptados y conocidos por aquéllos a quienes no se ha autorizado expresamente para ello. En definitiva, todas las formas existentes de comunicación y aquellas que sean fruto de la evolución tecnológica, deben quedar protegidas por el derecho fundamental a la inviolabilidad de las comunicaciones "privadas.".

Bajo este contexto, se estima jurídicamente correcta la determinación de la Sala responsable, al haber desechado la prueba de inspección judicial identificada con el número VIII; habida cuenta que debe tenerse presente que el juicio de origen es de naturaleza civil, por tanto, en forma alguna la autoridad federal podría autorizar que se irrumpiera en las comunicaciones privadas de terceros ajenos al juicio de amparo (incluidos sus correos electrónicos), como son ********** y **********, dado que existe prohibición expresa en el artículo 16 constitucional.

De lo que se sigue que de admitir tal probanza y permitir su desahogo, ello se haría con violación a derechos fundamentales, lo que provoca que sean contrarias a derecho y, por ende, inadmisibles, de acuerdo a lo que dispone el artículo 1198 del Código de Comercio.

Sirve de apoyo a lo considerado la tesis CLXII/2011, de la referida sala del más alto tribunal del país, visible en la página doscientos veintiséis, del tomo, mes, semanario y época en consulta, del siguiente texto: "PRUEBA ILÍCITA. LAS PRUEBAS OBTENIDAS, DIRECTA O INDIRECTAMENTE, VIOLANDO DERECHOS FUNDAMENTALES, NO SURTEN EFECTO ALGUNO.- La fuerza normativa de la Constitución y el carácter inviolable de los derechos fundamentales se proyectan sobre todos los integrantes de la colectividad, de tal modo que todos los sujetos del ordenamiento, sin excepciones, están obligados a respetar los derechos fundamentales de la persona en todas sus actuaciones, incluyendo la de búsqueda y ofrecimiento de pruebas, es decir, de aquellos elementos o datos de la realidad con los cuales poder defender posteriormente sus pretensiones ante los órganos jurisdiccionales. Así, a juicio de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, las pruebas obtenidas, directa o indirectamente violando derechos fundamentales, no surtirán efecto alguno. Esta afirmación afecta tanto a las pruebas obtenidas por los poderes públicos, como a aquéllas obtenidas, por su cuenta y riesgo, por un particular. Asimismo, la ineficacia de la prueba no sólo afecta a las pruebas obtenidas directamente en el acto constitutivo de la violación de un derecho fundamental, sino también a las adquiridas a partir o a resultas de aquéllas, aunque en su consecución se hayan cumplido todos los requisitos constitucionales. Tanto unas como otras han sido conseguidas gracias a la violación de un derecho fundamental –las primeras de forma directa y las segundas de modo indirecto-, por lo que, en pura lógica, de acuerdo con la regla de exclusión, no pueden ser utilizadas en un proceso judicial.".

Cabe destacar que no pasa inadvertido que en la especie se trata de comunicaciones consumadas las que se ofrecieron como prueba, es decir, que no se trataría de interceptar una comunicación actual, sin embargo, el ámbito temporal de protección al derecho de inviolabilidad de las comunicaciones privadas, se amplía con posterioridad al tiempo en que se efectuaron, y comprende los soportes materiales en los cuales pudiese quedar almacenada.

Al respecto se trae a colación la tesis CLVI/2011, de la mencionada sala, consultable en la página doscientos veinte, del tomo, mes, semanario y época citadas, que establece: "DERECHO A LA INVIOLABILIDAD DE LAS COMUNICACIONES PRIVADAS. SU ÁMBITO TEMPORAL DE PROTECCIÓN.- La inviolabilidad de las comunicaciones privadas, en lo que respecta a su ámbito temporal de protección, se extiende también con posterioridad al momento en el que se produce la comunicación. Esto resulta de especial importancia en aquellos casos en los que el mensaje se materializa en un objeto una vez finalizado el proceso comunicativo, ya que existen muchos medios de comunicación que, por su naturaleza, conservan el contenido de las conversaciones. Así, el artículo 16, párrafos decimosegundo y decimotercero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, no solo proscribe aquellas interceptaciones de comunicaciones en tiempo real  –es decir, durante el tiempo en que efectivamente se entabla la conversación–, sino también aquellas injerencias que se realizan con posterioridad en los soportes materiales que almacenan la comunicación.".

La decisión de que no es admisible la inspección judicial sobre cuentas de correos electrónicos de terceros, ya fue sustentada por este órgano jurisdiccional al resolver el recurso de queja **********, en sesión de ocho de septiembre de dos mil once.”

Cabe mencionar, que vinculado al concepto de violación descrito en el inciso anterior, el Tribunal Colegiado también señaló lo que enseguida se detalla:

“Es fundado el concepto de violación en el cual se alega que la Sala responsable no estudió y valoró la certificación de hechos autorizada por la **********, corredora pública ********** de la plaza de Jalisco, el doce de mayo de dos mil nueve; ya que del análisis del fallo reclamado no existe consideración alguna.


Sin embargo, la violación formal destacada es inoperante, toda vez que la certificación de hechos consistió en que se diera fe de la existencia y contenido de un documento en internet (correo electrónico); prueba que no es susceptible de valoración, porque tiene la característica de la intervención en una comunicación privada, lo cual no sólo es contraria al artículo 16 Constitucional, sino al numeral 1198 del Código de Comercio.” 

IV. Agravios. En los agravios formulados por el recurrente, esencialmente se alega lo siguiente: 
· La sentencia que se recurre le causa agravio debido a la incorrecta aplicación de los artículos 76, 77, 78 de la Ley de Amparo en relación con los artículos 14, 16 y 17 de la Constitución Federal.
A juicio de la quejosa es incorrecta la cita de los fundamentos legales, porque se trata de tesis aisladas que no constituyen jurisprudencia, y se aplican equivocadamente a un caso distinto al contemplado por el texto constitucional, así como el órgano jurisdiccional carece de atribuciones para hacer una interpretación directa del artículo 16 Constitucional.
La argumentación es incorrecta y contraviene las garantías de legalidad, debido proceso legal y de acceso a la justicia, porque el texto constitucional se refiere a cualquier acto que atente contra la libertad y privacía de las comunicaciones privadas, excepto cuando sean aportadas de forma voluntaria por alguno de los particulares que participen en ellas,  pues los correos electrónicos ofrecidos como prueba son una comunicación sostenida entre los dos representantes legales de las sociedades involucradas en la litis, y dichos correos se refieren a las negociaciones mercantiles y propuestas de negocios celebrados entre la quejosa y la tercero perjudicado, por lo que debe concluirse que la prueba está ajustada a derecho.

Que ni la ley fundamental, ni las secundarias conceptualizan al correo electrónico como una comunicación privada vedada como medio probatorio, sin que a la fecha el legislador nacional haya regulado tal producto y servicio; de ahí que el órgano colegiado carece de facultades para interpretar directamente la ley fundamental y de crear normas jurídicas, cuya competencia es del poder legislativo y del poder constituyente.

En cuanto a la aplicación de la tesis de rubro:  “DERECHO A LA INVIOLABILIDAD DE LAS COMUNICACIONES PRIVADAS. MEDIOS A TRAVÉS DE LOS CUALES SE REALIZA LA COMUNICACIÓN OBJETO DE PROTECCIÓN”, es violatorio de lo dispuesto en el primer párrafo del artículo 14 Constitucional, ya que se aplica retroactivamente en perjuicio de la quejosa, pues la prueba fue ofrecida en el mes de octubre de dos mil nueve y la tesis que ilegalmente aplicó el Colegiado para sustentar su criterio es de agosto de dos mil once, de lo que se desprende que el ofrecimiento de la prueba en mención se hizo con tal apego a derecho, y por ende, la prueba debe ser admitida y desahogada en los términos dispuestos por la ley. 

Que los correos electrónicos que se ofrecieron en tiempo y forma como medio probatorio, entrañan una relación comercial con la propuesta del actor en el juicio principal de alterar el cumplimiento del contrato basal y de novarlo, revelando la incapacidad de la tercero perjudicada de cumplir el contrato y desvirtuar la compraventa y los compromisos de pago asumidos, entregando en vez de ello propiedades que deberían ser aceptadas al precio que la actora principal quería; o bien, incumplir con lo pactado y celebrar en vez de ello un arrendamiento con opción a compra en el que las cantidades dadas en arrendamiento deberían ser tomadas como parte del pago en caso de que la tercero perjudicada decidiera comprar, lo que revela el dolo y la intención de incumplir, todo ello lo propuso ********** vía correo electrónico a **********, por ello la actora no deseaba continuar con la operación, como se puede apreciar de la certificación de hechos que ofreció como prueba y que ilegalmente no fue valorada en el juicio y que la autoridad constitucional se rehusó a brindar la protección constitucional.

El pronunciamiento del Órgano Colegiado también la lesiona, al estimar jurídicamente correcta la determinación de la Sala responsable, al haber desechado la prueba de inspección judicial  del escrito de ofrecimiento de pruebas, porque el juicio de origen es de naturaleza civil, siendo que es de naturaleza mercantil.

También la agravia el razonamiento de que es inadmisible la inspección judicial conforme lo dispone el artículo 1198 del Código de Comercio, ya que tal medio de convicción está reconocido por la ley en los artículos 1259 y 1260 del mencionado código.

· El Tribunal Colegiado estima que no le asiste razón a la solicitante del amparo cuando dice que el Ad quem confirmó indebidamente el auto de dos de diciembre de dos mil nueve, en el que se inadmitió la prueba confesional de posiciones de ********** como representante de **********, en virtud de que si en términos del artículo 1217 del Código de Comercio no se puede exigir su desahogo por apoderado o representante específico, el precepto no sanciona que en caso de hacerlo, deba desecharse. 

Que el Órgano Colegiado pasa por alto que existe una actuación del A quo en la que manifestó el extravío del tomo I, por lo que ofreció oportunamente el citado medio de convicción por tercera ocasión, prueba que dejó de admitirse, habiéndose dejado de aplicar lo dispuesto por el artículo 1214 del Código de Comercio, en relación con los artículos 1199, 1201 y 1217 del ordenamiento en cita.

La resolución combatida es contraria al sentido del artículo 1214 del Código de Comercio porque el argumento sobre el cómputo del periodo de pruebas en el sentido de que se abrió por auto del treinta de septiembre de dos mil nueve y la demandada principal la ofreció en escrito de cuatro de febrero de dos mil diez, sostiene que por ello no existe fundamento legal que permita la reposición del procedimiento para ordenar el desahogo de esa probanza y omite tener presente el tiempo que el personal del inferior extravió o mantuvo escondido el expediente del juicio principal; además, es claro el supuesto normativo del artículo 1214 del Código de Comercio ya que olvida que se amplió el término ordinario a un extraordinario precisamente para desahogar los testimonios de ********** y **********.

· El pronunciamiento del Tribunal Colegiado se estima ilegal, al señalar infundado el concepto de violación hecho valer por la quejosa en cuanto que los agravios expresados contra el considerando séptimo del acto reclamado.

La Sala responsable los estimó inatendibles por haberse declarado fundados los agravios de la contraria, sustituyéndose al órgano judicial para hacer el pronunciamiento respectivo, toda vez que quedó clara la ausencia de la fijación de la litis para que se hiciera una correcta valoración de los medios de prueba ofrecidos por las partes y la incorrecta motivación agravia a la demandada principal porque lesiona su derecho al debido proceso legal y de la tutela judicial cuya sede está en los artículos 14 y 17 de la Ley fundamental.

Que indebidamente se absolvió a la demandada reconvenida del pago de daños y perjuicios y daño moral contrademandados.

· Señala que le perjudica el mandamiento del órgano constitucional, al estimar incongruente cuando refiere que asiste razón a la quejosa porque la Sala responsable no hizo un estudio oficioso de la personalidad **********, quien se ostentó en el juicio de origen, apoderado de la actora y demandada en la reconvención porque efectivamente de la sentencia reclamada no se aprecia que lo hiciera a cuyo examen estaba facultada para hacerlo.

Que nada dice el órgano colegiado en la resolución impugnada sobre la falta de capacidad del tercero perjudicado para explotar en el giro turístico el inmueble, sino que reitera el mandamiento reclamado a la Sala responsable externando el mismo argumento sobre la personalidad de quien representó en el juicio original a **********. El favorecimiento plasmado en el fallo recurrido en beneficio de la tercero perjudicada, lesiona a la inconforme porque es consecuencia de la interpretación directa del artículo 16 constitucional pretendiendo apoyarse en tesis que no justifican la obligación del relator a respetar las garantías de legalidad y de tutela judicial.

Causa lesión el mandamiento a estudio, cuando dice que resulta infundado el argumento en que la quejosa se duele de que la Sala responsable no hizo pronunciamiento alguno respecto de todo lo expresado en el escrito de cuatro de marzo de dos mil once, por el cual dio contestación a los agravios que formuló la contraparte contra la sentencia de primer grado.

Tal argumento es falaz porque sí implica infracción a las garantías, ya que es inaplicable la tesis de rubro: “APELACIÓN. ES INNECESARIO EL EXAMEN DEL ESCRITO DE CONTESTACIÓN DE AGRAVIOS”, porque erróneamente el fallo del relator señala como equivocada la inconformidad de la quejosa al aseverar sobre el perjuicio del magro examen que la responsable ordenara realizar de la excepción de obscuridad de la demanda, validada al contestar la reclamación de la contraria porque la tercero perjudicada no precisó en su libelo el mandato conferido a ********** para celebrar el basal y posteriormente entablar el juicio, dejándosele en estado de indefensión.

· También le perjudica la expresión de inoperancia cuando no se le requirió en su domicilio; pues la demandante de la reconvención, **********, jamás renunció al fuero de su domicilio y si bien se aprecia que hay un domicilio en el documento base de la acción original, debe tenerse presente que los atributos de la personalidad implican los de nombre, domicilio, patrimonio, etcétera.
En iguales términos, le lesiona la decisión judicial cuando dice que es infundado el argumento en que la Sociedad se duele de que la Sala responsable no resolvió el lucro cesante ni el provecho esperado que como pago reclamó en la reconvención al decir, que con la lectura al considerando X del fallo reclamado se constata que sí se pronunció sobre ambas reclamaciones, desde el momento en que el Tribunal de apelación declaró que la reconvención de cumplimiento de contrato era improcedente y, en consecuencia, se absolvía a la hoy tercero perjudicada de todas y cada una de las prestaciones reclamadas en su contra.

Que la Ad quem no respondió el punto litigioso anotado en la contestación a la demanda principal para que se diera vista al Sistema de Administración Tributaria ni a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público.

· También se duele que cuando se establece que no asiste razón a la justiciable, al decir que la acción rescisoria es improcedente porque su obligación de hacer consistente en liquidar a los arrendatarios y los locales señalados en el fundatorio se condicionó a que la tercero perjudicada entregara a la quejosa la cantidad de $**********, e insiste en que se le perjudica con tal expresión, ya que del material probatorio ofrecido y desahogado en el sumario quedó demostrado el incumplimiento de dicha condición y como consecuencia la procedencia del cumplimiento exigido en la reconvención.

El estimar intrascendente el testimonio de ********** y de ********** con el cual la quejosa justificó plenamente el incumplimiento de la condición a que se obligó la tercero perjudicada es infundado e inmotivado, porque además de no hacer cita de precepto alguno, deja de adecuar el caso concreto a la hipótesis legal por una incorrecta interpretación directa del artículo 16 de la Ley fundamental, en el sentido de que la decisión recurrida es injusta por favorecer únicamente a la contraria con total desacato de sus derechos fundamentales.

· Aduce que en el mismo sentido se le agravia cuando dice que es intrascendente la valoración que puedan tener los testimonios de ********** y **********, si con ellos se pretendió acreditar por una parte que su representada entregó a la tercero perjudicada la carta de solicitud de los $**********, a que se refiere la cláusula décima cuarta del contrato y su convenio modificatorio, y por otra parte, que la compradora con posterioridad a la celebración del fundatorio y a los convenios modificatorios, pretendió modificar el pago del precio. Con ello, la autoridad lesionó las garantías de legalidad, seguridad jurídica y de acceso a la justicia de la quejosa. 

· La incongruencia de la citada resolución, estima primero que es fundado el concepto de violación en donde se alega que la responsable principal no estudio ni valoró la certificación de hechos autorizada por la abogada **********, Corredora Pública Número ********** de la Plaza Jalisco, ya que del análisis del fallo reclamado no existe consideración alguna, pero que esa violación formal es inoperante porque la certificación de hechos consistió en que se diera fe de la existencia y contenido de un documento en Internet (correo electrónico), prueba que no es susceptible de valoración porque tiene la característica de la intervención en una comunicación privada, no sólo contraria al artículo 16 Constitucional, sino al numeral 1198 del Código de Comercio.

Que también se lesionan sus derechos fundamentales porque es incorrecta la motivación conculcatoria de la garantía de audiencia y de tutela judicial en virtud de que ninguna de las partes en el juicio original, ni de los usuarios del correo electrónico la impugnaron y mucho menos se interceptó la correspondencia como lo hizo notar la resolución recurrida anteriormente, ni de las disposiciones normativas invocadas se advierte que el ciberespacio sea privado, ni del artículo 1198 del Código señalado.

· Es infundado el contenido de la decisión judicial al referir que es inoperante el motivo de discusión en el cual se esgrime que con los testimonios de ********** y ********** y el resto de los testigos con los que la quejosa probó que la entrega de los ********** debió corresponder a ********** o al abogado de la compradora, **********, según dice el fallo porque la instrucción impuesta en la cláusula cuarta del contrato y del convenio modificatorio de quince de mayo de dos mil ocho, respecto de la entrega no libera a la compradora del cumplimiento de todas sus obligaciones, por lo que dice, es infundada tal decisión del órgano judicial, porque no hace cita de precepto alguno en qué apoyarse ni motiva su aserto infringiendo de nueva cuenta las garantías de debido proceso legal, de legalidad y de tutela judicial.

· Advierte injusta la decisión judicial, en que se menciona correcta la resolución de la Sala responsable para desestimar la excepción denominada non adimpleti contractus y la reconvención por el cumplimiento del contrato y sus convenios modificatorios al decir que si bien la compradora no cumplió con entregar los $********** para indemnizar a los arrendatarios de los locales comerciales, porque tal omisión de la tercero responsable no hace prosperar la defensa en cuestión ni la reconvención por el cumplimiento del contrato y sus convenios modificatorios, si no se trata de obligaciones recíprocas o de ejecución simultanea previstas en los artículos 1949 del Código Civil Federal y 376 del Código de Comercio en los que se permite al contratante demandado por el incumplimiento de su obligación suspender el cumplimiento hasta que el demandante cumpla la suya; esta decisión está incorrectamente motivada como resultado de la interpretación directa del artículo 16 de la Constitución.

Que el relator deja de analizar que en el caso existe una condición incumplida por la contraria, como es la referida entrega de los $********** y que en ese tenor resultó imposible al administrador único de la agraviada satisfacer totalmente las indemnizaciones a los locatarios, estimándose que no puede quedar el cumplimiento de esa obligación a la voluntad del comprador del inmueble.

Se afirma y demuestra que la quejosa sí cumplió con las obligaciones a su cargo, mientras que la tercero perjudicada se abstuvo de hacerlo, y extraña a la quejosa la complacencia de la autoridad constitucional en revestir de legalidad y constitucionalidad la sentencia dictada por la Sala responsable y de robustecer con nuevos criterios no invocados por la Sala, ni por la tercero perjudicada los argumentos tendientes a favorecer a esta última.

La determinación de inoperancia sustentada por el órgano constitucional está incorrectamente fundada e inmotivada; la amparista precisó clara y sucintamente todos y cada uno de esos elementos de prueba que están en el sumario con los que se demostró que la quejosa cumplió con lo comprometido en el basal.

· Por último señala que se le lesiona con la injusta determinación, al mencionar que no le asiste razón cuando dice que la responsable principal condenó al pago de costas sin haberse actualizado la hipótesis del artículo 1084, fracción V del Código de Comercio cuando el Tribunal de Alzada los calificó como infundados; de ahí que tal concepto no se adecua a la hipótesis normativa de la fracción V del artículo 1084 del Código de Comercio.

Adverso a lo sostenido, se observa la contradicción entre los considerandos IX y XI del fallo reclamado en la medida que el IX se refiere a la absolución a las partes del pago de costas, a diferencia del XI que se relaciona con la condena a la quejosa del pago a su contraria de las costas del juicio de primera instancia.
QUINTO. Procedencia del recurso. Para determinar si el recurso de revisión que nos ocupa es o no procedente, se debe tener presente que el artículo 107, fracción IX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en la actualidad, establece:

“Art. 107.- Las controversias de que habla el artículo 103 de esta Constitución, con excepción de aquellas en materia electoral, se sujetarán a los procedimientos que determine la ley reglamentaria, de acuerdo con las bases siguientes:
IX.- En materia de amparo directo procede el recurso de revisión en contra de las sentencias que resuelvan sobre la constitucionalidad de normas generales, establezcan la interpretación directa de un precepto de esta Constitución u omitan decidir sobre tales cuestiones cuando hubieren sido planteadas, siempre que fijen un criterio de importancia y trascendencia, según lo disponga la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en cumplimiento de los acuerdos generales del Pleno. La materia del recurso se limitará a la decisión de las cuestiones propiamente constitucionales, sin poder comprender otras;”

La exposición de motivos de la reforma constitucional al artículo 107, fracción IX, publicada en el Diario Oficial de la Federación el seis de junio de dos mil once, señala que entre los objetivos de la reforma se persigue fortalecer y perfeccionar la estructura del Poder Judicial de la Federación y consolidar a su órgano superior: la Suprema Corte de Justicia de la Nación, como un tribunal garante de nuestra Constitución, a fin de que pueda concentrarse en la resolución de aquellos asuntos que revistan la mayor importancia y trascendencia para la totalidad del ordenamiento jurídico nacional y del Estado Mexicano en su conjunto.
En consecuencia, para la procedencia del recurso de revisión, es necesario que se surtan dos requisitos fundamentales, a saber:

1. Que en la sentencia recurrida se haya hecho un pronunciamiento sobre la constitucionalidad de una norma de carácter general, o se establezca la interpretación directa de un precepto constitucional, o cuando, habiéndose planteado alguna de esas cuestiones en la demanda de amparo, se haya omitido su estudio; y 
2. Que el problema de constitucionalidad resuelto u omitido en la sentencia de amparo, sea considerado de importancia y trascendencia, según lo disponga el Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación en sus acuerdos generales.
Ahora bien, como este último requisito de importancia y trascendencia ya se exigía aún antes de la reforma de seis de junio de dos mil once, con relación al tema, el Pleno de este Alto Tribunal emitió el Acuerdo General 5/1999, publicado en el Diario Oficial de la Federación el veintidós de junio de mil novecientos noventa y nueve, en cuyo punto primero señaló que por regla general, se entenderá que no se surten los requisitos de importancia y trascendencia cuando exista jurisprudencia sobre el problema de constitucionalidad hecho valer en la demanda de garantías, así como cuando no se hayan expresado agravios o, en su caso, estos resulten ineficaces, inoperantes, inatendibles o insuficientes y no haya que suplir la deficiencia de la queja, o en casos análogos. 

Corrobora lo anterior la tesis de jurisprudencia 2a./J. 64/2001, sustentada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que esta Primera Sala comparte, cuyo rubro es el siguiente: “REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. REQUISITOS PARA SU PROCEDENCIA.”

En ese orden de ideas, esta Primera Sala estima que el recurso de revisión que nos ocupa sí resulta procedente, porque se cumplen los dos requisitos mencionados.

En efecto, el primero de los requisitos se encuentra satisfecho, porque si bien es cierto que en la demanda de amparo no se reclamó la inconstitucionalidad de una norma de carácter general, ni mucho menos se solicitó la interpretación directa de un precepto constitucional, lo cierto es que para dar respuesta al concepto de violación en que se reclamó la violación procesal consistente en la inadmisión de la prueba de inspección judicial que se ofreció sobre la cuenta de correo electrónico de **********, el Tribunal Colegiado se vio en la necesidad de interpretar el alcance que se debe dar al artículo 16 constitucional, en sus párrafos décimo segundo y décimo tercero, en cuanto establecen lo relativo a la inviolabilidad de las comunicaciones privadas.
Aunado a lo anterior, como ya quedó reseñado en el resultando sexto de esta ejecutoria, esta Primera Sala ya tuvo oportunidad de pronunciarse acerca de la procedencia del recurso de revisión que nos ocupa, en la sentencia dictada el quince de febrero de dos mil doce, en el recurso de reclamación **********, pues en dicha sentencia se sostuvo, en lo que aquí interesa lo siguiente:

“QUINTO. Estudio del asunto. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, considera que los argumentos hechos valer en el único agravio planteado por la recurrente son fundados, habida cuenta que en la resolución del Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, que motivó la interposición del recurso de revisión desechado por improcedente en el auto impugnado, sí se estableció la interpretación directa de un precepto constitucional.

Para corroborar lo anterior, se hace necesario transcribir la parte conducente de la sentencia dictada por el Tribunal de Garantías el cuatro de noviembre de dos mil once:

“(se transcribe)”

De lo anterior, se puede evidenciar, que tal y como arguye la parte ahora recurrente, el Tribunal Colegiado efectivamente realizó una interpretación directa del artículo 16 constitucional, explicando el alcance de dicha norma.

…

…

…

…
…

…

…

Por lo tanto, es que se considera que el Tribunal Colegiado efectivamente, a virtud de una interpretación gramatical y sistemática determinó el alcance del artículo 16 constitucional, al determinar, entre otras cosas, que el citado precepto constitucional establece el derecho fundamental a la inviolabilidad de las comunicaciones privadas, por lo que esa consideración se considera suficiente para tener por actualizado dicho presupuesto para la procedencia del recurso de revisión. 

Luego, no es exacto lo dicho en el acuerdo de presidencia, hoy reclamado, en el sentido de que “del análisis de las constancias de autos se advierte que en la demanda no se planteó concepto de violación alguno sobre la inconstitucionalidad de una norma de carácter general o se solicitó la interpretación de algún precepto constitucional y, en consecuencia, en el fallo impugnado no se decidió u omitió decidir sobre esa cuestión, ni se estableció la interpretación directa de un precepto constitucional”; porque tal y como se ha evidenciado, el Tribunal de Garantías, sí realizó una interpretación del artículo 16 constitucional.

Contrariamente a lo sostenido en el acuerdo reclamado, se advierte que sí se cubren los requisitos de procedencia del indicado medio de defensa, enunciados de los números 1) a 4) en la tesis de jurisprudencia 149/2007, citada en el auto desechatorio reclamado, que dice:

“REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. REQUISITOS PARA SU PROCEDENCIA.”

En efecto, salvo el requisito del apartado 5), los demás están cubiertos en la especie; y son suficientes para estimar que el recurso de revisión en amparo directo es procedente.”

En esas condiciones, toda vez que esta Primera Sala ya se pronunció en diversa sentencia, que en la aquí recurrida sí se realizó una interpretación directa del artículo 16 constitucional, no puede quedar lugar a dudas de que en el caso sí se surte el primer requisito de procedencia del recurso de revisión, pues la decisión tomada al respecto constituye cosa juzgada; y por ende, resulta obligatoria. 

Lo anterior encuentra apoyo en la tesis aislada 1a. CL/2011, sustentada por esta Primera Sala, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena época, Tomo XXXIV, Agosto de 2011, página 227, que lleva por rubro: “RECURSO DE RECLAMACIÓN. LA DECISIÓN SOBRE LA EXISTENCIA DEL PLANTEAMIENTO DE CONSTITUCIONALIDAD REALIZADA POR UNA DE LAS SALAS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, RESULTA OBLIGATORIA EN EL SENTIDO DE CONSTITUIR COSA JUZGADA.”

El segundo de los requisitos también se satisface, en razón de que esta Suprema Corte no ha emitido jurisprudencia en donde se defina cuál es el alcance que se debe dar a la prohibición de violar las comunicaciones privadas, a que alude el artículo 16 constitucional, pues aún no se ha definido jurisprudencialmente si los correos electrónicos constituyen un medio de comunicación privada, y si es así, si la prohibición también aplica cuando el correo en que se contiene la comunicación privada pertenece a una persona física que a su vez representa a una persona moral, y es éste quien con ese carácter la ofrece como prueba.

En esas condiciones, al no existir jurisprudencia en la que se definan esos temas, se estima que en el caso sí se surte el segundo de los requisitos mencionados, pues se trata de un tema importante y trascedente, en términos de lo dispuesto en el Acuerdo General 5/1999.
SEXTO. Estudio del fondo del asunto. 

Respuesta al primero de los agravios.

Lo manifestado en el primero de los agravios, en el sentido de que de que el Tribunal Colegiado carece de facultades para hacer una interpretación directa del artículo 16 constitucional, es infundado.

Se estima de esa manera, porque de acuerdo con lo establecido en el artículo 103 constitucional, antes de la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación de seis de junio de dos mil once
, si los Tribunales de la Federación son los órganos que resultan competentes para conocer toda controversia que se suscite por leyes o actos de autoridad que violen “las garantías individuales”, es evidente que si tales “garantías”, se encuentran previstas en la propia Constitución, entonces, tales órganos, a fin de realizar la función que se les ha encomendado, necesariamente se encuentran facultados para interpretar el contenido, sentido y alcance de los preceptos constitucionales que contienen “las garantías” que se estiman violadas, pues en algunas ocasiones, sólo de esa manera estarán en posibilidad de determinar si efectivamente han sido transgredidas.

Considerar lo contrario, sería limitar injustificadamente la atribución que constitucionalmente se ha encomendado a los tribunales de la Federación, lo cual no es admisible.

Además, esa facultad, tratándose concretamente de los tribunales colegiados de circuito, también se deriva de lo establecido en el artículo 107, fracción IX de la propia Constitución Federal, pues al establecer la posibilidad de que el recurso de revisión sea procedente cuando en la sentencia emitida en un juicio de amparo directo, se establezca la interpretación directa de un precepto constitucional, a fin de que sea la Suprema Corte quien decida en definitiva si esa interpretación es o no correcta, permite inferir que los tribunales colegiados de circuito, sí están facultados para realizar la citada interpretación; y por ende, no puede darse razón a la recurrente cuando afirma que el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito carecía de facultades para realizar una interpretación directa del artículo 16 constitucional.

Por otro lado, como en el resto de los argumentos expresados en el primero de los agravios, la recurrente se inconforma con la interpretación que realizó el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, con relación al artículo 16 constitucional, a partir de la cual determinó: 

1) Que no se podía admitir la inspección judicial ofrecida en autos sobre una cuenta de correo electrónico, porque ello implicaría autorizar que se irrumpiera en las comunicaciones privadas de terceros ajenos al juicio de amparo como son ********** y **********; y 

2) Que a consecuencia de lo anterior, la fe de hechos consistente en dar fe de la existencia y contenido de un documento en internet, consistente en un correo electrónico, no era susceptible de valoración.

A fin de resolver lo conducente, esta Primera Sala se ve conminada a determinar si la interpretación efectuada por el Tribunal Colegiado es o no acorde con el derecho fundamental a la inviolabilidad de las comunicaciones privadas, previsto en los párrafos décimo segundo y décimo tercero del artículo 16 constitucional.

No obstante, como la lectura de las consideraciones que sustentan la interpretación realizada por el Tribunal Colegiado, que aquí se cuestiona, se apoya en algunas tesis aisladas emitidas por esta Primera Sala al resolver el amparo directo en revisión 1621/2011, se estima conveniente reproducir en lo que aquí interesa, lo que en sesión de quince de junio de dos mil once se dijo en esa ejecutoria, a fin de poder establecer con precisión cuáles son las premisas que ya ha establecido esta Primera Sala con relación al tema, y partiendo de ello, determinar si éstas cobran o no aplicación al caso; y por ende, si lo resuelto por el tribunal colegiado es o no acertado.
En ese orden de ideas, tenemos que en la ejecutoria emitida en el amparo directo en revisión 1621/2011, se sostuvo lo siguiente:

“Como primer paso, será necesario resolver de forma previa si dicho derecho fundamental rige en las relaciones entre particulares o, únicamente, en las que se entablan con los poderes públicos.

Esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la sentencia recaída en el amparo en revisión 2/2000, de la cual fue ponente el Ministro Guillermo Ortiz Mayagoitia, se pronunció sobre esta trascendental cuestión
. En ese entonces, la Segunda Sala de este Alto Tribunal estableció la posibilidad de que los particulares cometan “ilícitos constitucionales” al momento en que desconozcan los derechos fundamentales de otro particular. En específico, se determinó que “los deberes previstos en la Constitución vinculan tanto a las autoridades como a los gobernados, toda vez que tanto unos como otros pueden ser sujetos activos en la comisión del ilícito constitucional con total independencia del procedimiento que se prevea para el resarcimiento correspondiente”
. 
Esta Primera Sala considera necesario retomar este precedente y desarrollarlo a través de los siguientes argumentos.

La formulación clásica de los derechos fundamentales como límites dirigidos únicamente frente al poder público ha resultado insuficiente para dar respuesta a las violaciones de dichos derechos por parte de los actos de particulares. En este sentido, resulta innegable que las relaciones de desigualdad que se presentan en las sociedades contemporáneas, y que conforman posiciones de privilegio para una de las partes, pueden conllevar la posible violación de derechos fundamentales en detrimento de la parte más débil.

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos no ofrece ninguna base textual que permita afirmar o negar la validez de los derechos fundamentales entre particulares. Sin embargo, esto no resulta una barrera infranqueable, ya que para dar una respuesta adecuada a esta cuestión se debe partir del examen concreto de la norma de derecho fundamental y de aquellas características que permitan determinar su función, alcance y desenvolvimiento dentro del sistema jurídico.

Así, resulta indispensable examinar, en primer término, las funciones que cumplen los derechos fundamentales en el ordenamiento jurídico. 

A juicio de esta Primera Sala, los derechos fundamentales previstos en la Constitución gozan de una doble cualidad, ya que si por un lado se configuran como derechos públicos subjetivos (función subjetiva), por el otro se traducen en elementos objetivos que informan o permean todo el ordenamiento jurídico, incluyendo aquellas que se originan entre particulares (función objetiva). 
En un sistema jurídico como el nuestro -en el que las normas constitucionales conforman la ley suprema de la Unión-, los derechos fundamentales ocupan una posición central e indiscutible como contenido mínimo de todas de las relaciones jurídicas que se suceden en el ordenamiento. 

En esta lógica, la doble función que los derechos fundamentales desempeñan en el ordenamiento y la estructura de ciertos derechos constituyen la base que permite afirmar su incidencia en las relaciones entre particulares. 

Sin embargo, es importante resaltar que la vigencia de los derechos fundamentales en las relaciones entre particulares, no se puede sostener de forma hegemónica y totalizadora sobre todas y cada una de las relaciones que se suceden de conformidad con el Derecho Privado, en virtud de que en estas relaciones, a diferencia de las que se entablan frente al Estado, normalmente encontramos a otro titular de derechos, lo que provoca una colisión de los mismos y la necesaria ponderación por parte del intérprete.
Así, la tarea fundamental del intérprete consisten en analizar, de manera singular, las relaciones jurídicas en las que los derechos fundamentales se ven encontrados con otros bienes o derechos constitucionalmente protegidos; al mismo tiempo, la estructura y contenido de cada derecho permitirá determinar qué derechos son sólo oponibles frente al Estado y qué otros derechos gozan de la pretendida multidireccionalidad.

En este mismo sentido se ha pronunciado la Corte Interamericana de Derechos Humanos en un sólido cuerpo jurisprudencial, que tiene como caso más relevante a la Opinión Consultiva 18/03, de 17 de septiembre de 2003, solicitada por los Estados Unidos Mexicanos, relativa a la condición jurídica y derechos de los inmigrantes
.

En esta resolución, la Corte Interamericana determinó que el principio de igualdad y no discriminación, al igual que lo había hecho anteriormente respecto al derecho a la vida, a la integridad personal o a la libre circulación de las personas, “genera efectos con respecto a terceros, inclusive a particulares (…) ya que sobre él descansa todo el andamiaje jurídico del orden público nacional e internacional y es un principio fundamental que permea todo ordenamiento jurídico”
.

La Opinión Consultiva 18/03 se inscribe en la tendencia de buena parte de la jurisprudencia internacional, en el sentido de extender la vigencia de los derechos fundamentales a las relaciones entre particulares. Así, en el marco de la Convención Europea de Derechos Humanos, encontramos los casos Young, James and Webster v. The United Kingdom (1981)
, y X and Y v. Netherlands (1985)
, y por citar solo unos cuantos ejemplos nacionales, los Tribunales Constitucionales alemán
y español
, así como la Suprema Corte estadounidense
 contienen una extensa doctrina sobre esta materia.

Lo señalado anteriormente, en el sentido de la posibilidad de que ciertos derechos fundamentales se configuren como límites al actuar de los particulares, no resulta incompatible con la actual regulación y desarrollo jurisprudencial del concepto de autoridad para efectos del juicio de amparo que ha venido realizando esta Suprema Corte.

A juicio de esta Primera Sala, resulta indispensable que el intérprete atienda a una cuestión ya apuntada en la sentencia emitida por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en el amparo en revisión 2/2000. A fin de determinar la vigencia de los derechos fundamentales en las relaciones privadas es necesario atender a una doble problemática. Por un lado, la cuestión relativa a la validez de los derechos fundamentales en las relaciones entre particulares, que se configura como un problema sustantivo y del cual ya hemos dado cuenta; y por el otro, la cuestión relativa a la eficacia de los derechos fundamentales, esto es, la procedencia de la garantía judicial correspondiente ante eventuales violaciones procedentes de un particular, que podemos identificar con el problema procesal.

Recientemente, en el amparo en revisión 2219/2009 –en el que se debatía la posibilidad de que la Barra Mexicana, Colegio de Abogados fuese considerada autoridad para efectos del juicio de amparo-, el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por mayoría de ocho votos de sus integrantes, sostuvo que el juicio de amparo resulta improcedente contra actos de particulares.

Sin embargo, la improcedencia del juicio de amparo contra actos de particulares (una de las aristas del problema procesal), no determina, en modo alguno, que los derechos fundamentales no rijan las relaciones entre particulares (problema sustantivo), ni que esta Suprema Corte se encuentra imposibilitada para conocer, de forma indirecta, de este tipo de problemáticas.

Como señalamos anteriormente, la fuerza vinculante de los derechos fundamentales en todo tipo de relaciones, incluyendo las jurídico-privadas, tiene como efecto que los tribunales deben atender a la influencia de los valores que subyacen a dichos derechos en los asuntos que son de su conocimiento.

En estos términos, los tribunales del Poder Judicial de la Federación, vinculados directamente a arreglar sus fallos de conformidad con las normas constitucionales de acuerdo a los derechos fundamentales, juegan una suerte de puente entre la Constitución y los particulares al momento en que resuelven un caso concreto, ya que el juez tendrá que analizar si el derecho aplicable, en ese litigio, es compatible con lo dispuesto en la Constitución, y en caso de ser negativa la respuesta, introducir el contenido del derecho fundamental respectivo.

Este razonamiento, que no es más que la aceptación lógica del principio de supremacía constitucional, lleva a esta Primera Sala a determinar que la Suprema Corte de Justicia de la Nación puede conocer, a través de la revisión en amparo directo, de aquellas sentencia de los Tribunales Colegiados de Circuito que no atiendan a la función de los derechos fundamentales como principios objetivos del ordenamiento jurídico mexicano.

Así, cuando un Tribunal Colegiado de Circuito establece la interpretación constitucional en un caso concreto, derivado de una violación de derechos fundamentales entre particulares, y se reúnen los requisitos de procedencia del recurso de revisión, esta Suprema Corte de Justicia de la Nación resulta competente para declarar si dicha interpretación encuentra cabida en el texto constitucional.

Una vez establecido este marco de referencia, habrá que explorar si la interpretación del Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo Circuito es acorde con el derecho fundamental a la inviolabilidad de las comunicaciones privadas, previsto en los párrafos decimosegundo y decimotercero del artículo 16 de la Constitución.

A fin de lograr lo anterior, es necesario determinar –en primer término- qué tipo de comunicaciones se encuentran protegidas por este derecho fundamental, ya que en el caso concreto la controversia versa específicamente sobre un gran número de correos electrónicos entablados entre la recurrente y un tercero. Asimismo, habrá que dotar de contenido a este derecho fundamental a fin de conocer si se respetaron sus límites materiales.

El derecho fundamental a la inviolabilidad de las comunicaciones privadas aparece consagrado en los párrafos decimosegundo y decimotercero del artículo 16 constitucional. Así, a la letra se señala:
“Las comunicaciones privadas son inviolables. La ley sancionará penalmente cualquier acto que atente contra la libertad y privacía de las mismas, excepto cuando sean aportadas de forma voluntaria por alguno de los particulares que participen en ellas. El juez valorará el alcance de éstas, siempre y cuando contengan información relacionada con la comisión de un delito. En ningún caso se admitirán comunicaciones que violen el deber de confidencialidad que establezca la ley.

Exclusivamente la autoridad judicial federal, a petición de la autoridad federal que faculte la ley o del titular del Ministerio Público de la entidad federativa correspondiente, podrá autorizar la intervención de cualquier comunicación privada. Para ello, la autoridad competente deberá fundar y motivar las causas legales de la solicitud, expresando además, el tipo de intervención, los sujetos de la misma y su duración. La autoridad judicial federal no podrá otorgar estas autorizaciones cuando se trate de materias de carácter electoral, fiscal, mercantil, civil, laboral o administrativo, ni en el caso de las comunicaciones del detenido con su defensor”.

La comprensión del régimen constitucional de este derecho nos obliga a distinguir sus elementos configuradores:

A pesar de ser una manifestación más de aquellos derechos que preservan al individuo de un ámbito de actuación libre de injerencias de terceros –como sucede con el derecho a la intimidad, a la inviolabilidad del domicilio o la protección de datos personales-, el derecho a la inviolabilidad de las comunicaciones privadas posee una autonomía propia reconocida por la Constitución.

En cuanto a su objeto, el derecho a la inviolabilidad de las comunicaciones se configura como una garantía formal, esto es, las comunicaciones resultan protegidas con independencia de su contenido. En este sentido, no se necesita en modo alguno analizar el contenido de la comunicación, o de sus circunstancias, para determinar su protección por el derecho fundamental. 

Este elemento distingue claramente al derecho a la inviolabilidad de las comunicaciones de otros derechos fundamentales, como es el de la intimidad. En este último caso, para considerar que se ha consumado su violación, resulta absolutamente necesario acudir al contenido de aquello de lo que se predica su pertenencia al ámbito íntimo o privado.

En definitiva, lo que se encuentra prohibido por el párrafo decimosegundo del artículo 16 de la Constitución es la intercepción o el conocimiento antijurídico de una comunicación ajena. La violación de este derecho se consuma en el momento en que se escucha, se graba, se almacena, se lee o se registra –sin el consentimiento de los interlocutores-, una comunicación ajena, con independencia de que, con posterioridad, se difunda el contenido de la conversación interceptada.

Respecto a esta última cuestión, esta Primera Sala considera conveniente enfatizar en que la reserva de las comunicaciones se impone sólo frente a terceros, de tal forma que el levantamiento del secreto por uno de los participantes en la comunicación no se considera una violación a este derecho fundamental
. Lo anterior no resulta óbice para que, en su caso, se configure una violación al derecho a la intimidad dependiendo, como se señaló anteriormente, del contenido concreto de la conversación divulgada.

Asimismo, es importante señalar que el objeto de protección constitucional no hace referencia únicamente al proceso de comunicación, sino también a aquellos datos que identifican la comunicación.

A fin de garantizar la reserva que se predica de todo proceso comunicativo privado, resulta indispensable que los datos externos de la comunicación también sean protegidos. Esto se debe a que, si bien es cierto que los datos no se refieren al contenido de la comunicación, también lo es que en muchas ocasiones ofrecen información sobre las circunstancias en que se ha producido la comunicación, afectando así, de modo directo o indirecto, la privacidad de los comunicantes.

Estos datos, que han sido denominados habitualmente en la doctrina como “datos de tráfico de las comunicaciones”
, deberán ser objeto de análisis por parte del intérprete a fin de determinar si su intercepción y conocimiento antijurídico resultan contrarios al derecho fundamental en cada caso concreto. 

Así, de modo ejemplificativo, el registro de los números marcados por un usuario de la red telefónica, la identidad de los comunicantes o la duración de la llamada telefónica, llevado a cabo sin las garantías necesarias para la restricción del derecho fundamental al secreto de las comunicaciones, puede provocar su vulneración. Lo mismo sucede, como veremos más adelante, con los datos de identificación de un correo electrónico, como puede ser la dirección de protocolo de internet (IP)
.

En lo que hace al ámbito temporal de protección de las comunicaciones privadas, es importante señalar que la inviolabilidad de las comunicaciones se extiende también con posterioridad al momento en el que se produce la comunicación. Esto resulta de especial importancia en aquellos casos en los que el mensaje se materializa en un objeto una vez finalizado el proceso comunicativo, ya que existen muchos medios de comunicación que, por su naturaleza, conservan el contenido de las conversaciones.

Así, el párrafo decimosegundo del artículo 16 constitucional no solo proscribe aquellas interceptaciones de comunicaciones en tiempo real –es decir, durante el tiempo en que efectivamente se entabla la conversación-, sino también aquellas injerencias que se realizan con posterioridad en los soportes materiales que almacenan la comunicación. 

Por último, y por obvio que parezca, resulta importante advertir dos cuestiones. En primer término, que la intercepción de las comunicaciones privadas requiere de la intención del tercero ajeno a la misma. Esto es, se deber intervenir conscientemente en el proceso comunicativo y no como consecuencia de un error o casualidad. En este último caso, no se produciría consecuencia jurídica alguna, si aquel que interviene fortuitamente en una comunicación ajena, no difunde el contenido de la misma o afecta otro derecho. En segundo lugar, que la violación al derecho fundamental en estudio requiere un medio de transmisión del mensaje distinto de la palabra o gesto percibido directamente entre dos individuos, esto último, con independencia –otra vez-, de la posible violación al derecho a la intimidad.

En lo que respecta al medio a través del cual se realiza la comunicación objeto de protección, es necesario realizar las siguientes afirmaciones.

Tradicionalmente, las comunicaciones protegidas por la Constitución han sido identificadas con la correspondencia de carácter escrito, que es la forma más antigua de comunicarse a distancia entre las personas. De ahí que en el penúltimo párrafo del artículo 16 de la Constitución se señale que “la correspondencia que bajo cubierta circule por las estafetas estará libre de todo registro”. Sin embargo, la expresa referencia a las comunicaciones postales no debe interpretarse como una relación cerrada.

En primer término, es necesario señalar que nuestra Constitución no limita los medios a través de los cuales se puede producir la comunicación objeto de protección del derecho fundamental en estudio. Esto resulta acorde con la finalidad de la norma, que no es otra que la libertad de las comunicaciones, siendo que ésta puede ser conculcada por cualquier medio o artificio técnico desarrollado a la luz de las nuevas tecnologías.

Del tradicional correo o telégrafo, pasando por el teléfono alámbrico y el teléfono móvil, hemos llegado a las comunicaciones que se producen mediante sistemas de correo electrónico, mensajería sincrónica o instantánea asincrónica, intercambio de archivos en línea y redes sociales. Las posibilidades de intercambio de datos, informaciones y mensajes se han multiplicado por tantos programas y sistemas como la tecnología es capaz de ofrecer y, por lo tanto, también las maneras en que dichos contenidos pueden ser interceptados y conocidos por aquéllos a quienes no se ha autorizado expresamente para ello. 

En definitiva, todas las formas existentes de comunicación y aquellas que sean fruto de la evolución tecnológica, deben quedar protegidas por el derecho fundamental a la inviolabilidad de las comunicaciones privadas.

Antes de dar punto final a esta cuestión, es importante resaltar ciertas características del medio de comunicación utilizado en el caso que nos ocupa: el correo electrónico.

Comúnmente, el correo electrónico se ha asemejado al correo postal a efectos de su regulación y protección en el ordenamiento jurídico. Sin embargo, es necesario identificar sus peculiaridades a fin de estar en condiciones de determinar cuándo se produce una violación a una comunicación privada entablada por este medio.

A los efectos que nos ocupan en este momento, el correo electrónico se configura como un sistema de comunicación electrónica virtual, en la que el mensaje en cuestión se envía a un “servidor”, que se encarga de “enrutar” o guardar los códigos respectivos, para que el usuario los lea cuando utilice su operador de cuenta o correo. 

La utilización del correo electrónico se encuentra supeditada a una serie de pasos determinados por cada servidor comercial. Así, es necesario acceder a la página general del servidor en cuestión, donde se radican todos los mensajes de la cuenta de correo contratada por el titular. Esta página suele estar compuesta por dos elementos: el nombre de usuario (dirección de correo electrónico del usuario o login) y la contraseña (password). De vital importancia resulta la contraseña, ya que ésta es la llave personal con la que cuenta el usuario para impedir que terceros puedan identificarla y acceder a la cuenta personal del usuario. La existencia de esa clave personal de seguridad que tiene todo correo electrónico lo reviste de un contenido privado y por lo tanto investido de todas las garantías derivadas de la protección de las comunicaciones privadas y la intimidad.

En esta lógica, se entenderá que un correo electrónico ha sido interceptado cuando –sin autorización judicial o del titular de la cuenta- se ha violado el password o clave de seguridad. Es en ese momento, y sin necesidad de analizar el contenido de los correos electrónicos, cuando se consuma la violación al derecho fundamental a la inviolabilidad de las comunicaciones privadas.

No sobra señalar, que si bien es cierto que un individuo puede autorizar a otras personas para acceder a su cuenta –a través del otorgamiento de la respectiva clave de seguridad-, dicha autorización es revocable en cualquier momento y no requiere formalidad alguna. 
Asimismo, salvo prueba en contrario, toda comunicación siempre es privada, a menos que uno de los intervinientes advierta lo contrario, o bien, cuando de las circunstancias que rodean a la comunicación no quepa duda sobre el carácter público de aquella.

Una vez dibujado este marco general, habrá que explorar si la sentencia del Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo Circuito es acorde con lo desarrollado por esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

A riesgo de resultar reiterativos es necesario recordar que la sentencia del Tribunal Colegiado se fundamenta en la valoración de cientos de correos electrónicos que contienen, suponiendo sin conceder, conversaciones llevadas a cabo entre ********** y ********** –un tercero que mantenía una supuesta relación sentimental con la recurrente-. Asimismo, no existe controversia sobre la forma en que se obtuvieron dichos correos. La fe pública de un Notario del Estado de México constató que ********** encendió una computadora que se encontraba ubicada en el domicilio conyugal, accedió a un servidor de correos y abrió la cuenta de ********** –previa escritura del nombre de usuario y de la contraseña de su esposa-, con la finalidad de imprimir varios correos electrónicos de dicha cuenta.

Para el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo Circuito, las conversaciones reflejadas en los correos electrónicos, que había obtenido el señor ********** de la cuenta de su cónyuge, resultaban suficientes para acreditar la causal de divorcio consistente en las injurias graves de un cónyuge para el otro, que hagan difícil la vida en común. Por este motivo concedió el amparo al quejoso.

A juicio de esta Primera Sala, resulta patente que la obtención de los correos electrónicos se realizó en contravención directa al derecho fundamental a la inviolabilidad de las comunicaciones privadas. 
Como se deriva de las constancias que obran en autos, ********** no contaba con la autorización expresa o tácita de su esposa para acceder a dicha cuenta. Asimismo, la intercepción de los correos electrónicos no fue casual ni fortuita, tan es así, que conscientemente acordó una cita con un Notario Público para que no quedara duda de sus actos.

Por otro lado, no es posible afirmar que el señor ********** se encontraba legitimado para intervenir las comunicaciones privadas de su esposa, al ser de su propiedad la computadora desde la que se accedió a la cuenta de correos. Como señalamos anteriormente, una de las principales características del correo electrónico es su virtualidad y su ubicuidad, ya que se puede acceder a él desde cualquier computadora conectada a la red. En esta lógica, lo relevante a efectos de su protección constitucional es el proceso comunicativo en sí mismo, con independencia del tipo de computadora a través de la cual se acceda a la cuenta o de quién sea el propietario del ordenador, cuestiones meramente accidentales.
En esta misma lógica, tampoco sería constitucionalmente válido afirmar que el señor ********** se encontraba legitimado para interceptar los correos, ya que al ser una cuestión de índole “familiar”, la secrecía de las comunicaciones se desvanece. Esta Primera Sala de la Suprema Corte considera necesario realizar varias afirmaciones al respecto.

En el ámbito familiar, el derecho de los menores de edad a la inviolabilidad de sus comunicaciones puede verse limitado por el deber de los padres de proteger y educar a sus hijos, derivado del interés superior del niño, previsto en el artículo 4 constitucional. Sin embargo, es necesario advertir que el derecho del menor de edad sólo debe ceder cuando la intervención de sus comunicaciones resulte imprescindible para la protección de sus propios intereses, cuando exista riesgo fundado de que pueda verse afectada su integridad física, o bien que pudiera estarse en presencia de un delito flagrante. Esto exige del intérprete un cuidadoso análisis, por un lado, de las circunstancias de cada caso concreto, y por el otro, de la edad y el grado de madurez del menor. En cualquier caso, cuando los hijos alcanzan la mayoría de edad, desaparece toda posibilidad de control e intervención en las comunicaciones privadas.

Sin embargo, estas limitaciones no se configuran, de ningún modo, en las relaciones conyugales. El desarrollo de nuestro ordenamiento jurídico ha alcanzado un punto en el que resultan del todo rechazables aquellas posiciones que colocan a la mujer en una posición de subordinación respecto al marido. Ni el “cuidado de la familia”, ni la supervisión “de la conducta moral” de uno de los cónyuges, habilita al otro para violentar sus derechos fundamentales. La decisión de dos individuos de unir su vida en matrimonio, no les implica renuncia alguna en sus derechos fundamentales ni en su dignidad, por lo que la protección del secreto a las comunicaciones privadas se mantiene incólume aún en este escenario.

Por último, y a pesar de que no fue objeto de la sentencia del Tribunal Colegiado de Circuito, esta Primera Sala considera conveniente hacer mención de un hecho que reseña el quejoso en su demanda de juicio de divorcio, a fin de que no quepa duda de la ilicitud de su conducta.

En un momento dado, al reseñar los hechos origen de la demanda, ********** señala que los correos electrónicos exhibidos como prueba fueron encontrados impresos en una carpeta en el domicilio conyugal, por lo que jamás hubo una acción para obtenerlos o conseguirlos o interceptarlos. A pesar de que este hecho no fue declarado como cierto en el juicio ordinario, ni es reseñado en la sentencia objeto de nuestro estudio, consideramos conveniente aclarar lo siguiente.

Si bien es cierto que hemos señalado que la intervención de las comunicaciones privadas debe ser consciente por parte del tercero ajeno a la conversión y que en caso de un descubrimiento fortuito no se configura una violación al derecho previsto en los párrafos decimosegundo y decimo tercero del artículo 16 constitucional, lo anterior no es óbice para que una conducta como la anteriormente reseñada quede exenta de reproche constitucional.

El ámbito de actuación de un individuo, libre de injerencias de terceros, no se encuentra protegido únicamente por la inviolabilidad de las comunicaciones privadas. Como señalamos anteriormente, esta es una garantía formal que protege el proceso comunicativo con independencia del contenido de los mensajes. Sin embargo, existe otro derecho fundamental, el de intimidad, que protege un ámbito propio y reservado de las personas que se pretende mantener ajeno al conocimiento de terceros. En palabras del Pleno de este Alto Tribunal, es “el derecho del individuo a no ser conocido por otros en ciertos aspectos de su vida y, por ende, el poder de decisión sobre la publicidad o información de datos relativos a su persona, familia, pensamientos o sentimientos”
.

En cualquier caso, y a los efectos que nos ocupan, el hecho de divulgar sin la autorización de sus autores, cientos de correos electrónicos que relatan una relación sentimental de dos personas, y ofrecerlos como prueba en juicio, vulnera de forma flagrante el derecho a la intimidad de la hoy recurrente, aun cuando aquellos hayan sido descubiertos fortuitamente. Del análisis de dichos correos electrónicos se advierte fácilmente que su contenido es personalísimo, ya que hacen referencia a una relación sentimental aderezada con los problemas que les aquejan, así como de sus aspiraciones y planes personales. En definitiva, un aspecto que, por decisión de su titular, debía mantenerse ajeno al conocimiento de terceros.

Por último, y una vez determinada la violación del derecho fundamental a la inviolabilidad de las comunicaciones privadas de la hoy recurrente, es necesario analizar si la sentencia del Tribunal Colegiado estuvo en lo correcto al valorar como prueba los correos electrónicos que nos ocupan.

Como señalamos al inicio de nuestro estudio, la fuerza normativa de la Constitución y el carácter inviolable de los derechos fundamentales se proyectan sobre todos los integrantes de la colectividad, de tal modo que todos los sujetos del ordenamiento, sin excepciones, están obligados a respetar los derechos fundamentales de la persona en todas sus actuaciones, incluyendo, por lo que ahora nos interesa, la de búsqueda y ofrecimiento de pruebas, es decir, de aquellos elementos o datos de la realidad con los que poder defender posteriormente sus pretensiones ante los órganos jurisdiccionales.

Así, a juicio de esta Primera Sala, las pruebas obtenidas, directa o indirectamente violando derechos fundamentales, no surtirán efecto alguno. Esta afirmación afecta tanto a las pruebas obtenidas por los poderes públicos, como a aquellas obtenidas, por su cuenta y riesgo, por un particular. 

Lo anterior, viene a confirmar el criterio sostenido por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en el amparo en revisión 2/2000, en el cual se determinó que “si un gobernado realiza la intervención de alguna comunicación privada sin el consentimiento expreso e irrefutable de los que la entablan, incurrirá en un ilícito constitucional; por ende, si dentro de un juicio civil, en cualquiera de sus especies, una de las partes ofrece como prueba la grabación de una comunicación privada que no fue obtenida legalmente, tal probanza debe estimarse contraria a derecho y, por tanto, no debe admitirse por el juzgador correspondiente, pues ello implicaría convalidar un hecho que en sí mismo es ilícito”
.
Respecto a la prueba ilícita, también se ha pronunciado el Tribunal Pleno al establecer que el derecho a la inviolabilidad de las comunicaciones privadas resulta prevalente sobre el derecho de defensa y prueba garantizados en los artículos 14 y 17 de la Constitución, prerrogativas –estás últimas- “que se encuentran sujetas a limitaciones establecidas para sujetar al principio de legalidad la disciplina probatoria y para garantizar que la actividad jurisdiccional se lleve a cabo en estricto cumplimiento al marco constitucional y legal aplicable, por lo que cualquier grabación derivada de la intervención de una comunicación privada que no se haya autorizado en términos de lo establecido en el artículo 16 constitucional constituye una prueba ilícita que carece de todo valor probatorio”
.

Así las cosas, el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo Circuito no debió haber valorado el material probatorio consistente en los correos electrónicos obtenidos ilegalmente de la cuenta de **********, al ser contrario al derecho fundamental a la inviolabilidad de las comunicaciones privadas. 

Mismo reproche nos merece la valoración de los peritajes sicológicos realizados sobre dichos correos electrónicos –el segundo elemento de prueba tomado en cuenta por el Tribunal Colegiado-, ya que aquellos se encuentran viciados de la inconstitucionalidad derivada de la obtención de los correos. 
En este orden de ideas, todo elemento probatorio que pretenda deducirse de la violación de derechos fundamentales es de imposible valoración en nuestro ordenamiento. La ineficacia de la prueba no sólo afecta a las pruebas obtenidas directamente en el acto constitutivo de la violación de un derecho fundamental, sino también a las adquiridas a partir o a resultas de aquéllas, aunque en su consecución se hayan cumplido todos los requisitos constitucionales. Tanto unas como otras han sido conseguidas gracias a la violación de un derecho fundamental –las primeras de forma directa y las segundas de modo indirecto-, por lo que, en pura lógica, de acuerdo con la regla de exclusión, no pueden ser utilizadas en el proceso.

En definitiva, las pruebas valoradas en la sentencia recurrida fueron obtenidas ilegalmente y, por tanto, no debieron ser objeto de valoración por parte del Tribunal Colegiado.”

De lo anterior tenemos que con relación al tema que nos ocupa, esta Primera Sala ya ha establecido diversas premisas; entre ellas, las siguientes:

· El derecho fundamental a la inviolabilidad de las comunicaciones privadas, no sólo rige para las relaciones que se entablan con los poderes públicos, sino que también rige en las relaciones entre particulares.

· El derecho a la inviolabilidad de las comunicaciones privadas posee autonomía propia reconocida por la Constitución.
· El derecho a la inviolabilidad de las comunicaciones se configura como una garantía formal, esto es, las comunicaciones resultan protegidas con independencia de su contenido.
· Lo que se encuentra prohibido por el párrafo décimo segundo del artículo 16 constitucional, es la intercepción o conocimiento antijurídico de una comunicación ajena, por tanto la violación a este derecho se consuma en el momento en que se escucha, se grava, se almacena, se lee o se registra una comunicación ajena, sin el consentimiento de los interlocutores, con independencia de que, con posterioridad, se difunda el contenido de la conversación interceptada.
· La reserva de las comunicaciones se impone sólo frente a terceros, de tal forma que el levantamiento del secreto por uno de los participantes en la comunicación no se considera una violación a ese derecho fundamental.

· El objeto de protección constitucional, no hace referencia únicamente al proceso de comunicación, sino también a aquellos datos que identifican la comunicación.

· El artículo 16 constitucional no sólo proscribe aquellas intercepciones de comunicaciones en tiempo real, sino también aquellas injerencias que se realizan con posterioridad en los soportes materiales que almacenan la comunicación.

· Todas las formas existentes de comunicación y aquellas que sean fruto de la evolución tecnológica, deben quedar protegidas por el derecho fundamental a la inviolabilidad de las comunicaciones privadas.

· Se entenderá que un correo electrónico ha sido interceptado cuando sin autorización judicial o del titular de la cuenta, se ha violado el password o clave de seguridad. Es en ese momento, y sin necesidad de analizar el contenido de los correos electrónicos, cuando se consuma la violación al derecho fundamental a la inviolabilidad de las comunicaciones privadas.

· Salvo prueba en contrario, toda comunicación es privada, a menos que uno de los intervinientes advierta lo contrario, o de las circunstancias que rodean la comunicación no quepa duda sobre el carácter público de aquella.

· El derecho de los menores de edad a la inviolabilidad de sus comunicaciones puede verse limitado por el deber de los padres de proteger y educar a sus hijos, derivado del interés superior del niño, pero cuando alcanzan la mayoría de edad, desaparece toda posibilidad de control e intervención en las comunicaciones privadas.

· El derecho a la inviolabilidad de las comunicaciones privadas resulta prevalente sobre el derecho de defensa y prueba.

· Las pruebas obtenidas, directa o indirectamente violando derechos fundamentales, no surtirán efecto alguno. Esta afirmación afecta tanto a las pruebas obtenidas por los poderes públicos, como aquellas obtenidas por su cuenta y riesgo, por un particular.

· Todo elemento probatorio que pretenda deducirse de la violación de derechos fundamentales es de imposible valoración.

Ahora bien, teniendo en cuenta esas premisas fundamentales, las cuales se reiteran por esta Sala, para poder decidir si la interpretación que hizo el tribunal colegiado del artículo 16 constitucional, en cuanto al tema de la inviolabilidad de las comunicaciones privadas, es o no correcta, es preciso establecer a quién pertenece la cuenta de correo electrónico a que alude la inspección judicial cuyo desechamiento se estimó debía prevalecer por considerar que implicaría irrumpir comunicaciones privadas de terceros, así como la manera en que se obtuvo la fe de hechos de dicho correo, a la cual se negó valor probatorio; y en su caso, establecer entre quién se entabló la comunicación que se contiene en el citado correo, pues sólo de esa manera se podrá establecer si el acceso a ese correo es o no lícito, y si con ese acceso se viola o no el derecho de terceros a la inviolabilidad de las comunicaciones.

En ese orden de ideas, si se tiene en consideración que en el propio escrito de ofrecimiento de pruebas se indica que el correo electrónico de referencia pertenece a **********, en una primera vista o apreciación, necesariamente se tendría que concluir que la cuenta de correo electrónico no pertenece a ninguna de las partes en litigio; y que por ende, acceder a él sería ilegal, ya que implicaría introducirse a una cuenta de correo electrónico que pertenece a un tercero; no obstante, si se tiene en consideración que **********, es el administrador único de la demandada **********, pues así se desprende del acuerdo primero del acta de asamblea de veinte de diciembre de mil novecientos noventa y nueve, protocolizada el seis de enero de dos mil, ante la fe del notario público número 151 del Distrito Federal
; y que con esa personalidad contestó la demanda instaurada en su contra, entonces válidamente se podría concluir que el acceder a la cuenta de correo electrónico de ********** no es ilegal, en tanto que él, como titular de esa cuenta dio su consentimiento para acceder a él. 
En efecto, se estima de esa manera, porque si en el caso a estudio **********, contestó la demanda instaurada en su contra precisamente a través de su administrador general único, es decir, **********, y fue él quien desde ese escrito anexó como prueba la fe de hechos realizada sobre un correo electrónico de su propiedad, entonces se debe concluir que la fe de hechos mencionada no se obtuvo de manera ilegal, en tanto que ésta se efectuó precisamente a petición de dicha persona.

En ese orden de ideas, si la inspección judicial sobre dicho correo sólo tiene como propósito corroborar el contenido de esa fe de hechos, es claro que de admitirse la prueba de inspección judicial y de valorarse la fe de hechos mencionada, en principio no se estaría transgrediendo el derecho a la inviolabilidad de las comunicaciones privadas de terceros, en tanto que si es el titular del propio correo quien hizo el ofrecimiento respectivo, entonces debe concluirse que implícitamente manifestó su conformidad en que se acceda al contenido del mismo.

Ciertamente, aunque no pasa inadvertido que la solicitud de la fe de hechos la realizó en su carácter de Administrador General Único de la sociedad mercantil denominada **********
, y que al contestar el libelo inicial ofreciendo diversas pruebas (entre ellas la fe de hechos que nos ocupa), también actuó con ese carácter, ello no implica que en lo personal no haya dado su consentimiento para tal efecto, pues si es él quien como administrador único de la demanda ofreció tales probanzas, no puede desconocer que el alcance de tal ofrecimiento, es permitir el acceso a un correo electrónico de su propiedad, pues es bien sabido que materialmente es imposible que lo conocido por una persona física lo ignore en su calidad de representante de un ente diverso, o viceversa, pues no se puede aislar el conocimiento de una persona en dos partes, pues el conocimiento que obtiene es uno solo.

Al respecto resulta orientadora la tesis 2a. XX/98, sustentada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo VII, Febrero de 1998, página 230, cuyo rubro es: “REPRESENTANTE LEGAL. LO QUE SABE COMO PERSONA FÍSICA TAMBIÉN LO CONOCE CON AQUEL CARÁCTER.”

En efecto, si el representante de una persona moral, ofrece alguna prueba que implique acceder a comunicaciones privadas sostenidas por él, con o sin ese carácter, con una persona diversa, no puede constituir una prueba ilegal que afecte el derecho a la inviolabilidad de la comunicación privada de terceros, previsto en el artículo 16 constitucional, en tanto que él, como uno de los interlocutores en la misma, accedió a revelar su contenido; sin que para ello obste que al momento de ofrecer dicha probanza lo haga en representación de otra persona, pues lo que conoce como representante, lo conoce en lo particular; por tanto debe estimarse que al hacer el ofrecimiento respectivo, está consciente que ese ofrecimiento implica el permitir acceder a las comunicaciones ofrecidas como prueba, y que él sostuvo con o sin dicho carácter; y que además, está consciente de que ello también conlleva el condescender que otros conozcan su contenido, sin que ello autorice en modo alguno transgredir el derecho a la intimidad que pudiera derivarse de ese contenido.

En tal virtud, se puede concluir válidamente por el acceso al correo electrónico de la cuenta personal de **********, no es ilegal, en tanto que al ofrecer las pruebas que se relacionan con dicho correo, fue él quien implícitamente accedió levantar el secreto de la comunicación que se contiene en el mismo.

Lo anterior encuentra apoyo en los siguientes criterios:

Tesis aislada 1ª. XCV/2008, consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVIII, octubre de 2008, Página 414, de rubro: “COMUNICACIONES PRIVADAS. NO SE VULNERA EL DERECHO FUNDAMENTAL A SU INVIOLABILIDAD CUANDO LOS PROPIOS INTERLOCUTORES REVELAN EL CONTENIDO DE UNA COMUNICACIÓN EN LA QUE PARTICIPARON Y DE LA CUAL PUEDE DERIVAR EL DESPLIEGUE DE UNA CONDUCTA DELICTIVA (INTERPRETACIÓN DE LOS PÁRRAFOS NOVENO Y DÉCIMO DEL ARTÍCULO 16 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS VIGENTE HASTA EL 18 DE JUNIO DE 2008).”

Tesis Aislada CLVI/2011, consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena época, Tomo XXXIV, Agosto de 2011, página 220, cuyo rubro es el siguiente: “DERECHO A LA INVIOLABILIDAD DE LAS COMUNICACIONES PRIVADAS. SU ÁMBITO TEMPORAL DE PROTECCIÓN.”

Así, partiendo de esa base, se debe concluir que la interpretación que efectuó el Tribunal Colegiado con relación al artículo 16 constitucional es incorrecta; y que por ende, el agravio que aquí se analiza es fundado.

Ciertamente, en el caso que nos ocupa, el derecho a la inviolabilidad de las comunicaciones privadas (por las razones que da el Tribunal Colegiado) no puede servir de sustento para desechar la inspección judicial ofrecida con relación al correo electrónico “**********”, y negar valor probatorio a la fe de hechos relacionada con el mismo, en tanto que como ya se analizó, fue el titular del propio correo quien dio la autorización para acceder a él.

Atendiendo a lo anterior, es evidente que la decisión del Tribunal Colegiado, en sentido de declarar infundada la violación procesal consistente en la inadmisión de la inspección judicial, así como fundado pero inoperante el concepto de violación en que se alega que no se estudió ni valoró la certificación de hechos autorizada por la corredora pública número 53 de la plaza de Jalisco, ello bajo el argumento de que se contravendría lo dispuesto en artículo 16 constitucional, en lo referente a la no intervención de las comunicaciones privadas, es incorrecta.

Respuesta a los agravios segundo a décimo segundo.

El resto de los agravios propuestos por la recurrente deben declararse inoperantes, porque como se advierte, en ellos sólo se plantean cuestiones de mera legalidad, como son entre otras:

· La violación procesal consistente en la inadmisión de la prueba confesional a cargo de la actora, por conducto de **********;

· La violación procesal consistente en la inadmisión de la prueba confesional a cargo de la actora;

· La indebida fijación de la litis;

· La falta de personalidad de **********;

·  La falta de capacidad de la tercero perjudicada para explotar en el giro turístico el inmueble;

· El no advertir que la autoridad responsable ad quem no respondió uno de los puntos litigiosos anotado en la contestación a la demanda;

· Estimar intrascendente el testimonio de ********** y **********;
· La incorrecta valoración de diversos testimonios;

· La confusión de las obligaciones contenidas en el contrato basal y sus convenios modificatorios;

· No advertir que existe una condición suspensiva incumplida por la actora; y

· La indebida condena al pago de gastos y costas.

Aspectos que no pueden ser materia de análisis a través de este medio de impugnación, pues son cuestiones de mera legalidad, que de conformidad con lo dispuesto en los artículos 107, fracción IX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 83, fracción V, de la Ley de Amparo, no pueden ser analizadas a través del recurso de revisión interpuesto en contra de una sentencia de amparo directo, en tanto que la materia de este medio de impugnación se encuentra limitada a cuestiones propiamente constitucionales; y aunque la quejosa afirma que en ellas se hizo una interpretación del artículo 16 constitucional, lo cierto es que la única interpretación de ese precepto efectuada por el tribunal colegiado, se sustenta en lo previamente analizado, lo cual no prosperó.
Lo anterior encuentra apoyo en la jurisprudencia P./J. 46/95, sustentada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo II, Diciembre de 1995, página 174, cuyo epígrafe reza: “REVISION EN AMPARO DIRECTO, RECURSO DE. SON INOPERANTES LOS AGRAVIOS AJENOS A LA CUESTIÓN CONSTITUCIONAL PLANTEADA.”

Al respecto también tiene aplicación la jurisprudencia 1a./J. 56/2007, sustentada por esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXV, Mayo de 2007, página 730, cuyo rubro es: REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. SON INOPERANTES LOS AGRAVIOS QUE ADUZCAN CUESTIONES DE MERA LEGALIDAD.

SÉPTIMO. Reserva de jurisdicción al Tribunal Colegiado de Circuito. 

Aunque el análisis efectuado por esta Primera Sala al primero de los agravios formulados, permite concluir que éste resultó fundado por las razones que se expusieron en la primera parte del considerando sexto de esta ejecutoria, ello no es suficiente para revocar la sentencia recurrida y conceder el amparo solicitado por la otrora quejosa, en razón de lo siguiente:

De las constancias remitidas a esta Primera Sala, se advierte que inicialmente la inspección judicial en la cuenta de correo electrónico perteneciente a **********, identificada como “**********”, que la demandada ofreció como prueba, fue desechada por dos razones, la primera en razón de que la misma tiene que desahogarse por medios o elementos de carácter electrónico y la demandada no proporcionó los medios necesarios para su desahogo; y la segunda, por considerar que la misma no tiene relación con la litis planteada en el juicio.

Ahora bien, aunque la parte demandada se inconformó con ese desechamiento a través del recurso de apelación correspondiente, la Sala que conoció de ese recurso, al ocuparse de los agravios relativos, señaló que si bien era verdad que al proponerse la inspección judicial, el oferente asumió el compromiso de poner a disposición del juzgado una computadora con internet, lo cierto es que decidió confirmar el desechamiento de mérito, al estimar que el ofrecimiento de ese medio de convicción lleva implícito demostrar los hechos relativos a una novación o desnaturalización del contrato base de la acción, por lo que aun cuando se admitiera, a nada práctico conduciría, toda vez que la conducta asumida por las partes y que se pretende probar ocurrió después de iniciado el procedimiento, por lo que no repercutiría en la procedencia de la acción, de modo que su inadmisión no provocaría indefensión.

Desechamiento que fue combatido como violación procesal en los conceptos de violación formulados en la demanda de amparo directo, mismos que básicamente fueron desestimados por considerar que la decisión de la Sala debía subsistir por diversas razones, las cuales se relacionaron con el derecho a la inviolabilidad de las comunicaciones privadas previsto en el artículo 16 constitucional.

No obstante, si esas razones según se analizó, resultaron inadecuadas, es claro que entonces se deben responder los conceptos de violación formulados por la impetrante de garantías, con el propósito de combatir la razones por las cuales la Sala responsable   decidió confirmar el desechamiento de esa probanza, respuesta que no puede dar esta Primera Sala a través del presente recurso de revisión, en tanto que las cuestiones planteadas en dichos conceptos, sólo atañen a cuestiones de mera legalidad, la cual escapa a la materia del presente medio de impugnación.

Lo mismo acontece con relación a los conceptos de violación en donde el quejoso se duele de que la autoridad responsable no estudió ni valoró la fe de hechos relacionada con el contenido del correo electrónico perteneciente a **********, pues el contenido de esa violación de carácter formal, constituye un tema de mera legalidad que en su caso debe ser analizado y resuelto por el tribunal colegiado.

En esa tesitura, si la resolución de fondo de las cuestiones antes precisadas, conlleva temas de legalidad que escapan a la materia del presente medio de impugnación, lo que procede con fundamento en el artículo 92 de la Ley de Amparo, es reservar jurisdicción al tribunal colegiado y regresarle los autos a fin de que sea éste quien se pronuncie al respecto.

En ese orden de ideas, al resultar fundado el primero de los agravios, lo que procede es modificar en la materia de la revisión la sentencia recurrida; y al existir la necesidad de pronunciarse sobre el contenido de los conceptos de violación en temas que atañen en cuestiones de mera legalidad, se debe reservar jurisdicción al tribunal colegiado a fin de que haga el pronunciamiento relativo.

Por lo expuesto y fundado, se resuelve:

PRIMERO. En la materia de la revisión, se modifica la sentencia recurrida.

SEGUNDO. Se reserva jurisdicción y se remiten los autos al Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, para los efectos legales conducentes.

Notifíquese; con testimonio de esta ejecutoria, devuélvanse los autos relativos al lugar de su origen y, en su oportunidad archívese el toca como asunto concluido.

Así lo resolvió la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por unanimidad de cinco votos de los señores Ministros: Jorge Mario Pardo Rebolledo (ponente), José Ramón Cossío Díaz, Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Presidente Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea.
Firman el Ministro Presidente de la Sala y el Ministro Ponente, con el Secretario de Acuerdos que autoriza y da fe.

PRESIDENTE DE LA PRIMERA SALA

MINISTRO ARTURO ZALDÍVAR LELO DE LARREA

PONENTE

MINISTRO JORGE MARIO PARDO REBOLLEDO

EL SECRETARIO DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA

LIC. HERIBERTO PÉREZ REYES

En términos de lo previsto en los artículos 3°, fracción II, 13, 14 ó 18, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión pública se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos. 
� Cuaderno del juicio de amparo directo **********. Fojas 42 y 43. 


� Ibíd. Fojas 65 a 201.


� Ibíd. Foja 236.


� Cuaderno de Amparo Directo en Revisión 2934/2011. Fojas 118 a 120 vuelta.


� Ibíd. Fojas 159 a 166.


� Ibíd. Fojas 169 a 172.


� Ibíd. Foja 184.


� Cuaderno del juicio de amparo directo **********. Foja 202.


� Foja 24 vuelta del toca 2934/2011.


� Expediente 1373/2009, Tomo I. Fojas 1 a 3.


� Expediente **********, Tomo I. Fojas 17 a 21.


� Ibídem. Fojas 58 a 81.


� Ibídem. Fojas 81 a 90.


� Ibídem. Fojas 119 a 127.


� Ibíd. Foja155.


� Expediente 1373/2009, Tomo II. Fojas 168 a 182.


� Expediente **********, Tomo II. Fojas 203 y 204.


� Ibíd. Foja 233.


� Ibíd. Fojas 241.


� Expediente **********, Tomo III. Foja 245.


� Ibíd. Foja 250.


� Ibíd. Fojas 262 y 263.


� Ibíd. Foja 266.


� Ibíd. Fojas 454 a 466.


� Visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XIV, Diciembre de 2001, Tesis, página 315, es del tenor siguiente:“REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. REQUISITOS PARA SU PROCEDENCIA. Los artículos 107, fracción IX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 83, fracción V, 86 y 93 de la Ley de Amparo, 10, fracción III, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación y el Acuerdo 5/1999, del 21 de junio de 1999, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que establece las bases generales para la procedencia y tramitación de los recursos de revisión en amparo directo, permiten inferir que un recurso de esa naturaleza sólo será procedente si reúne los siguientes requisitos: I. Que se presente oportunamente; II. Que en la demanda se haya planteado la inconstitucionalidad de una ley o la interpretación directa de un precepto de la Constitución Federal y en la sentencia se hubiera omitido su estudio o en ella se contenga alguno de esos pronunciamientos; y III. Que el problema de constitucionalidad referido entrañe la fijación de un criterio de importancia y trascendencia a juicio de la Sala respectiva de la Suprema Corte; en el entendido de que un asunto será importante cuando de los conceptos de violación (o del planteamiento jurídico, si opera la suplencia de la queja deficiente) se advierta que los argumentos o derivaciones son excepcionales o extraordinarios, esto es, de especial interés; y será trascendente cuando se aprecie la probabilidad de que la resolución que se pronuncie establezca un criterio que tenga efectos sobresalientes en materia de constitucionalidad; por el contrario, deberá considerarse que no se surten los requisitos de importancia y trascendencia cuando exista jurisprudencia sobre el tema de constitucionalidad planteado, cuando no se hayan expresado agravios o cuando, habiéndose expresado, sean ineficaces, inoperantes, inatendibles o insuficientes, siempre que no se advierta queja deficiente que suplir y en los demás casos análogos a juicio de la referida Sala, lo que, conforme a la lógica del sistema, tendrá que justificarse debidamente.”


� Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo: XXVI, Agosto de 2007. Tesis: 2a./J. 49/2007. Página: 615, de texto:





Del artículo 107, fracción IX, de la Constitución Federal, y del Acuerdo 5/1999, emitido por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en ejercicio de la facultad conferida por el artículo 94, séptimo párrafo, constitucional, así como de los artículos 10, fracción III, y 21, fracción III, inciso a), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, se advierte que al analizarse la procedencia del recurso de revisión en amparo directo debe verificarse, en principio: 1) la existencia de la firma en el escrito u oficio de expresión de agravios; 2) la oportunidad del recurso; 3) la legitimación procesal del promovente; 4) si existió en la sentencia un pronunciamiento sobre la constitucionalidad de una ley o la interpretación directa de un precepto de la Constitución, o bien, si en dicha sentencia se omitió el estudio de las cuestiones mencionadas, cuando se hubieren planteado en la demanda de amparo; y, 5) si conforme al Acuerdo referido se reúne el requisito de importancia y trascendencia. Así, conforme a la técnica del amparo basta que no se reúna uno de ellos para que sea improcedente, en cuyo supuesto será innecesario estudiar si se cumplen los restantes.”


� “RECURSO DE RECLAMACIÓN. LA DECISIÓN SOBRE LA EXISTENCIA DEL PLANTEAMIENTO DE CONSTITUCIONALIDAD REALIZADA POR UNA DE LAS SALAS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, RESULTA OBLIGATORIA EN EL SENTIDO DE CONSTITUIR COSA JUZGADA. A diferencia de lo que sucede con los precedentes, los cuales pueden ser abandonados por los órganos de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación -ya sea por existir una nueva integración de sus miembros o por una nueva reflexión sobre el tema en cuestión-, los resolutivos emitidos por los órganos de este alto tribunal, en los asuntos de su competencia, resultan de observancia obligatoria al constituir la decisión definitiva en el caso concreto, en contra de la cual no procede revisión alguna. Así, si en un recurso de reclamación se determina que en el caso concreto existe un planteamiento de constitucionalidad, las Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación se encuentran vinculadas por una decisión definitiva en lo que respecta a la existencia de un problema de constitucionalidad, a fin de reunir los requisitos para la procedencia de la revisión en amparo directo.


Amparo directo en revisión 1621/2010. 15 de junio de 2011. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González.”





� Precepto que resulta aplicable al caso concreto, en términos de lo dispuesto en los artículos Primero y Tercero transitorios del Decreto de reforma constitucional publicado el seis de junio de dos mil once, en el Diario Oficial de la Federación, en virtud de que el juicio de amparo directo del que deriva el presente asunto, se inició antes de que entrara en vigor la citada reforma. 


� Esta sentencia tiene como antecedente un juicio ordinario civil de divorcio en el cual uno de los cónyuges presentó como prueba una cinta de audio que contenía la grabación de una conversación telefónica entre su esposa y una tercera persona. El juez de primera instancia no admitió la prueba y el actor interpuso recurso de apelación contra dicha resolución. La Sala responsable del Tribunal Superior de Justicia revocó el auto impugnado y, en consecuencia, admitió las pruebas ofrecidas. De la sentencia de la Segunda Sala de este Alto Tribunal, dictada el 11 de octubre de 2000, derivaron la tesis aisladas de rubro: “COMUNICACIONES PRIVADAS. LAS PRUEBAS OFRECIDAS DENTRO DE UN JUICIO CIVIL, OBTENIDAS POR UN GOBERNADO SIN RESPETAR LA INVIOLABILIDAD DE AQUÉLLAS, CONSTITUYEN UN ILÍCITO CONSTITUCIONAL, POR LO QUE RESULTAN CONTRARIAS A DERECHO Y NO DEBEN ADMITIRSE POR EL JUZGADOR CORRESPONDIENTE” (Novena época, Segunda Sala, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XII, diciembre de 2000, 2ª. CLXI/2000, Página: 428); y “COMUNICACIONES PRIVADAS. EL DERECHO A SU INVIOLABILIDAD, CONSAGRADO EN EL ARTÍCULO 16, PÁRRAFO NOVENO, DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL, ES OPONIBLE TANTO A LAS AUTORIDADES COMO A LOS GOBERNADOS, QUINES AL TRANSGREDIR ESTA PRERROGATIVA INCURREN EN LA COMISIÓN DE UN ILÍCITO CONSTITUCIONAL”(Novena época, Segunda Sala, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XII, diciembre de 2000, 2ª. CLX/2000, Página: 428).


� Es conveniente señalar que ésta no fue la primera ocasión en que la Suprema Corte de Justicia de la Nación tuvo la oportunidad de pronunciarse sobre la posible eficacia de los derechos fundamentales en las relaciones entre particulares. Desde los primeros años de vigencia constitucional es posible encontrar precedentes jurisprudenciales que abordan –en mayor o menor medida- esta problemática. Es el caso de las diversas resoluciones que tuvieron por objeto la libertad de prensa durante las primeras décadas del siglo XX[Véase por todas la sentencia del 18 de octubre de 1917, emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SJF, Quinta época, Parte I, p. 473)]. Asimismo, es posible identificar una serie de resoluciones que se remontan a la década de los sesenta y en las que se afirma la vigencia de la garantía de audiencia en las relaciones privadas [Véase por todas la sentencia de 15 de febrero de 1960, emitida por la Cuarta Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SJF, Sexta época, Tomo XXXII, quinta parte, p. 49)].





� En realidad, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha construido toda una teoría sobre la vigencia de los derechos fundamentales en las relaciones entre particulares en el ámbito latinoamericano, oscilando entre la adopción de la doctrina estadounidense de la stateaction –que intenta identificar una conexión entre el acto de un particular y la realización de una función pública-, y la adopción definitiva y sin ambages, de la eficacia directa de los derechos fundamentales entre particulares. Véanse por todos, los casos Velásquez Rodríguez contra Honduras (1987), Godinez Cruz contra Honduras (1987), Paniagua Morales contra Guatemala (1998), Bámaca Velásquez contra Guatemala (2000), Comunidad de Paz de San José Apartadó contra Colombia (2002) y Juan Humberto Sánchez contra Honduras (2003).


� Opinión Consultiva 18/03, fundamentos 100 y 101. En el mismo sentido de considerar al principio de igualdad y no discriminación como de juscogens, véase el caso Yatamacontra Nicaragua, sentencia sobre el fondo de 23 de junio de 2005, fundamentos 184 y 185. Este caso destaca, a su vez, por ser la primera ocasión en la que la Corte Interamericana aborda de forma directa el tema de los derechos políticos. Con posterioridad a la Opinión Consultiva 18/03, es posible identificar una serie de resoluciones en las que otro derecho fundamental, la prohibición de la tortura física o psicológica, se ha consolidado como una norma de juscogens. Véase en este sentido, entre otros, el caso Hermanos Gómez Paquiyauri contra Perú, sentencia sobre el fondo de 8 de julio de 2004, fundamento 112; y caso Baldeón García contra Perú, sentencia sobre el fondo de 6 de abril de 2006, fundamento 35.


� Sentencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos de 13 de agosto de 1981, serie A, núm. 44, párrafos 48 a 65.


� Sentencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos de 26 de marzo de 1985, serie A, núm. 91, párrafo 23.


� Véase por todas la sentencia dictada el 15 de enero de 1958 por el Tribunal Constitucional Federal, en el llamado casoLüth. Recogida en BverfGE(jurisprudencia constitucional) 7. Band Tübingen, 198, n.r. 28, pp. 198-230.


� Véase por todas la sentencia 170/1987, dictada el 30 de octubre de 1987.


� Véase por todas Shelley v. Kraemer [334 U.S. 1 (1948)].


� En este mismo sentido ya se pronunció esta Primera Sala en el Amparo en Revisión 481/2008, del cual derivo la tesis aislada de rubro: “COMUNICACIONES PRIVADAS. NO SE VULNERA EL DERECHO FUNDAMENTAL A SU INVIOLABILIDAD CUANDO LOS PROPIOS INTERLOCUTORES REVELAN EL CONTENIDO DE UNA COMUNICACIÓN EN LA QUE PARTICIPARON Y DE LA CUAL PUEDE DERIVAR EL DESPLIEGUE DE UNA CONDUCTA DELICTIVA (INTERPRETACIÓN DE LOS PÁRRAFOS NOVENO Y DÉCIMO DEL ARTÍCULO 16 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS VIGENTE HASTA EL 18 DE JUNIO DE 2008) (Novena época, Primera Sala, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXVIII, octubre de 2008, 1ª. XCV/2008, Página 414).


� Véase al respecto, José Luís Rodríguez Lainz, Intervención judicial en los datos de tráfico de las comunicaciones: La injerencia judicial en listados de llamadas y otros elementos externos de las telecomunicaciones y comunicaciones electrónicas, Barcelona, Bosch, 2003.


� En un sentido similar se pronunció la Corte Europea de Derechos Humanos, en sentencia de 2 de agosto de 1984, en el caso Malone contra Reino Unido, en la que determino que la práctica del meteringo comptage (identificación de números telefónicos), podría resultar violatoria del artículo 8.1 del Convenio. 


� Novena época, Pleno, Semanario Judicial y su Gaceta, XXX, diciembre de 2009, P.LXVII/2009, página 7.








� “COMUNICACIONES PRIVADAS. LAS PRUEBAS OFRECIDAS DENTRO DE UN JUICIO CIVIL, OBTENIDAS POR UN GOBERNADO SIN RESPETAR LA INVIOLABILIDAD DE AQUÉLLAS, CONSTITUYEN UN ILÍCITO CONSTITUCIONAL, POR LO QUE RESULTAN CONTRARIAS A DERECHO Y NO DEBEN ADMITIRSE POR EL JUZGADOR CORRESPONDIENTE” (Novena época, Segunda Sala, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XII, diciembre de 2000, 2ª. CLXI/2000, Página: 428). 


� “INTERVENCIÓN DE COMUNICACIONES PRIVADAS SIN AUTORIZACIÓN JUDICIAL. LAS GRABACIONES DERIVADAS DE UN ACTO DE ESA NATURALEZA CONSTITUYEN PRUEBAS ILÍCITAS QUE POR MANDATO EXPRESO DEL ARTÍCULO 16 CONSTITUCIONAL CARECEN DE TODO VALOR PROBATORIO” (Novena época, Pleno, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XXVII, abril de 2008, P.XXXIII/2008, Página: 6).


� Tesis aislada CLI/2011, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena época, Tomo XXXIV, Agosto de 2011, página 222, cuyo texto es el siguiente: “DERECHOS FUNDAMENTALES. SU VIGENCIA EN LAS RELACIONES ENTRE PARTICULARES. La formulación clásica de los derechos fundamentales como límites dirigidos únicamente frente al poder público, ha resultado insuficiente para dar respuesta a las violaciones a dichos derechos por parte de los actos de particulares. En este sentido, resulta innegable que las relaciones de desigualdad que se presentan en las sociedades contemporáneas, y que conforman posiciones de privilegio para una de las partes, pueden conllevar la posible violación de derechos fundamentales en detrimento de la parte más débil. La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos no ofrece ninguna base textual que permita afirmar o negar la validez de los derechos fundamentales entre particulares; sin embargo, esto no resulta una barrera infranqueable, ya que para dar una respuesta adecuada a esta cuestión se debe partir del examen concreto de la norma de derecho fundamental y de aquellas características que permitan determinar su función, alcance y desenvolvimiento dentro del sistema jurídico. Así, resulta indispensable examinar, en primer término, las funciones que cumplen los derechos fundamentales en el ordenamiento jurídico. A juicio de esta Primera Sala, los derechos fundamentales previstos en la Constitución gozan de una doble cualidad, ya que si por un lado se configuran como derechos públicos subjetivos (función subjetiva), por el otro se traducen en elementos objetivos que informan o permean todo el ordenamiento jurídico, incluyendo aquellas que se originan entre particulares (función objetiva). En un sistema jurídico como el nuestro -en el que las normas constitucionales conforman la ley suprema de la Unión-, los derechos fundamentales ocupan una posición central e indiscutible como contenido mínimo de todas las relaciones jurídicas que se suceden en el ordenamiento. En esta lógica, la doble función que los derechos fundamentales desempeñan en el ordenamiento y la estructura de ciertos derechos, constituyen la base que permite afirmar su incidencia en las relaciones entre particulares. Sin embargo, es importante resaltar que la vigencia de los derechos fundamentales en las relaciones entre particulares, no se puede sostener de forma hegemónica y totalizadora sobre todas y cada una de las relaciones que se suceden de conformidad con el derecho privado, en virtud de que en estas relaciones, a diferencia de las que se entablan frente al Estado, normalmente encontramos a otro titular de derechos, lo que provoca una colisión de los mismos y la necesaria ponderación por parte del intérprete. Así, la tarea fundamental del intérprete consiste en analizar, de manera singular, las relaciones jurídicas en las que los derechos fundamentales se ven encontrados con otros bienes o derechos constitucionalmente protegidos; al mismo tiempo, la estructura y contenido de cada derecho permitirá determinar qué derechos son sólo oponibles frente al Estado y qué otros derechos gozan de la pretendida multidireccionalidad.


Amparo directo en revisión 1621/2010. 15 de junio de 2011. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González.”


� Tesis aislada CLIV/2011, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena época, Tomo XXXIV, Agosto de 2011, página 220, cuyo texto es el siguiente: “DERECHO A LA INVIOLABILIDAD DE LAS COMUNICACIONES PRIVADAS. SE IMPONE SÓLO FRENTE A TERCEROS AJENOS A LA COMUNICACIÓN. La reserva de las comunicaciones, prevista en el artículo 16, párrafos decimosegundo y decimotercero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se impone sólo frente a terceros ajenos a la comunicación. De tal forma que el levantamiento del secreto por uno de los participantes en la comunicación no se considera una violación a este derecho fundamental. Lo anterior no resulta óbice para que, en su caso, se configure una violación al derecho a la intimidad dependiendo del contenido concreto de la conversación divulgada.


Amparo directo en revisión 1621/2010. 15 de junio de 2011. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González.”


� Tesis aislada ClV/2011, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena época, Tomo XXXIV, Agosto de 2011, página 221, cuyo texto es el siguiente: “DERECHO A LA INVIOLABILIDAD DE LAS COMUNICACIONES PRIVADAS. SU OBJETO DE PROTECCIÓN INCLUYE LOS DATOS QUE IDENTIFICAN LA COMUNICACIÓN. El objeto de protección constitucional del derecho a la inviolabilidad de las comunicaciones privadas, previsto en el artículo 16, párrafos decimosegundo y decimotercero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, no hace referencia únicamente al proceso de comunicación, sino también a aquellos datos que identifican la comunicación. A fin de garantizar la reserva que se predica de todo proceso comunicativo privado, resulta indispensable que los datos externos de la comunicación también sean protegidos. Esto se debe a que, si bien es cierto que los datos no se refieren al contenido de la comunicación, también lo es que en muchas ocasiones ofrecen información sobre las circunstancias en que se ha producido la comunicación, afectando así, de modo directo o indirecto, la privacidad de los comunicantes. Estos datos, que han sido denominados habitualmente como “datos de tráfico de las comunicaciones”, deberán ser objeto de análisis por parte del intérprete, a fin de determinar si su intercepción y conocimiento antijurídico resultan contrarios al derecho fundamental en cada caso concreto. Así, de modo ejemplificativo, el registro de los números marcados por un usuario de la red telefónica, la identidad de los comunicantes, la duración de la llamada telefónica o la identificación de una dirección de protocolo de internet (IP), llevados a cabo sin las garantías necesarias para la restricción del derecho fundamental al secreto de las comunicaciones, puede provocar su vulneración.


Amparo directo en revisión 1621/2010. 15 de junio de 2011. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González.”


�Tesis Aislada CLVI/2011, consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena época, Tomo XXXIV, Agosto de 2011, página 22O, cuyo texto es el siguiente: “DERECHO A LA INVIOLABILIDAD DE LAS COMUNICACIONES PRIVADAS. SU ÁMBITO TEMPORAL DE PROTECCIÓN. La inviolabilidad de las comunicaciones privadas, en lo que respecta a su ámbito temporal de protección, se extiende también con posterioridad al momento en el que se produce la comunicación. Esto resulta de especial importancia en aquellos casos en los que el mensaje se materializa en un objeto una vez finalizado el proceso comunicativo, ya que existen muchos medios de comunicación que, por su naturaleza, conservan el contenido de las conversaciones. Así, el artículo 16, párrafos decimosegundo y decimotercero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, no solo proscribe aquellas interceptaciones de comunicaciones en tiempo real  –es decir, durante el tiempo en que efectivamente se entabla la conversación-, sino también aquellas injerencias que se realizan con posterioridad en los soportesmateriales que almacenan la comunicación. 


Amparo directo en revisión 1621/2010. 15 de junio de 2011. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González.”


� Tesis Aislada CLVIII/2011, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena época, Tomo XXXIV, Agosto de 2011, página 217, cuyo texto es el siguiente: “DERECHO A LA INVIOLABILIDAD DE LAS COMUNICACIONES PRIVADAS. MEDIOS A TRAVÉS DE LOS CUALES SE REALIZA LA COMUNICACIÓN OBJETO DE PROTECCIÓN. Tradicionalmente, las comunicaciones privadas protegidas en sede constitucional han sido identificadas con la correspondencia de carácter escrito, que es la forma más antigua de comunicarse a distancia entre las personas. De ahí que en el penúltimo párrafo del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se señale que “la correspondencia que bajo cubierta circule por las estafetas estará libre de todo registro”. Sin embargo, la expresa referencia a las comunicaciones postales no debe interpretarse como una relación cerrada. En primer término, es necesario señalar que nuestra Constitución no limita los medios a través de los cuales se puede producir la comunicación objeto de protección del derecho fundamental en estudio. Esto resulta acorde con la finalidad de la norma, que no es otra que la libertad de las comunicaciones, siendo que ésta puede ser conculcada por cualquier medio o artificio técnico desarrollado a la luz de las nuevas tecnologías. Del tradicional correo o telégrafo, pasando por el teléfono alámbrico y el teléfono móvil, hemos llegado a las comunicaciones que se producen mediante sistemas de correo electrónico, mensajería sincrónica o instantánea asincrónica, intercambio de archivos en línea y redes sociales. Las posibilidades de intercambio de datos, informaciones y mensajes se han multiplicado por tantos programas y sistemas como la tecnología es capaz de ofrecer y, por lo tanto, también las maneras en que dichos contenidos pueden ser interceptados y conocidos por aquéllos a quienes no se ha autorizado expresamente para ello. En definitiva, todas las formas existentes de comunicación y aquellas que sean fruto de la evolución tecnológica, deben quedar protegidas por el derecho fundamental a la inviolabilidad de las comunicaciones privadas. 


Amparo directo en revisión 1621/2010. 15 de junio de 2011. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González.”


� Tesis Aislada CLIX/2011, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena época, Tomo XXXIV, Agosto de 2011, página 218, cuyo tenor es el siguiente: “DERECHO A LA INVIOLABILIDAD DE LAS COMUNICACIONES PRIVADAS. MOMENTO EN EL CUAL SE CONSIDERA INTERCEPTADO UN CORREO ELECTRÓNICO. El correo electrónico se ha asemejado al correo postal, para efectos de su regulación y protección en el ordenamiento jurídico. Sin embargo, es necesario identificar sus peculiaridades a fin de estar en condiciones de determinar cuándo se produce una violación a una comunicación privada entablada por este medio. A los efectos que nos ocupan, el correo electrónico se configura como un sistema de comunicación electrónica virtual, en la que el mensaje en cuestión se envía a un “servidor”, que se encarga de “enrutar” o guardar los códigos respectivos, para que el usuario los lea cuando utilice su operador de cuenta o correo. La utilización del correo electrónico se encuentra supeditada a una serie de pasos determinados por cada servidor comercial. Así, es necesario acceder a la página general del servidor en cuestión, donde se radican todos los mensajes de la cuenta de correo contratada por el titular. Esta página suele estar compuesta por dos elementos: el nombre de usuario (dirección de correo electrónico del usuario o login) y la contraseña (password). De vital importancia resulta la contraseña, ya que ésta es la llave personal con la que cuenta el usuario para impedir que terceros puedan identificarla y acceder a la cuenta personal del usuario. La existencia de esa clave personal de seguridad que tiene todo correo electrónico, lo reviste de un contenido privado y por lo tanto investido de todas las garantías derivadas de la protección de las comunicaciones privadas y la intimidad. En esta lógica, se entenderá que un correo electrónico ha sido interceptado cuando –sin autorización judicial o del titular de la cuenta-, se ha violado el password o clave de seguridad. Es en ese momento, y sin necesidad de analizar el contenido de los correos electrónicos, cuando se consuma la violación al derecho fundamental a la inviolabilidad de las comunicaciones privadas. No sobra señalar, que si bien es cierto que un individuo puede autorizar a otras personas para acceder a su cuenta –a través del otorgamiento de la respectiva clave de seguridad-, dicha autorización es revocable en cualquier momento y no requiere formalidad alguna. Asimismo, salvo prueba en contrario, toda comunicación siempre es privada, salvo que uno de los intervinientes advierta lo contrario, o bien, cuando de las circunstancias que rodean a la comunicación no quepa duda sobre el carácter público de aquélla. 


Amparo directo en revisión 1621/2010. 15 de junio de 2011. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González.”


� Tesis Aislada CLXI/2011, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena época, Tomo XXXIV, Agosto de 2011, página 176, cuyo texto es el siguiente: “DERECHO A LA INVIOLABILIDAD DE LAS COMUNICACIONES PRIVADAS EN EL ÁMBITO FAMILIAR. En el ámbito familiar, el derecho de los menores a la inviolabilidad de sus comunicaciones puede verse limitado por el deber de los padres de proteger y educar a sus hijos, derivado del interés superior del niño, previsto en el artículo 4 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Sin embargo, es necesario advertir que el derecho del menor sólo debe ceder cuando la intervención de sus comunicaciones resulte imprescindible para la protección de sus propios intereses, cuando exista riesgo fundado de que pueda verse afectada su integridad física, o bien que pudiera estarse en presencia de un delito flagrante. Esto exige del intérprete un cuidadoso análisis, por un lado, de las circunstancias de cada caso concreto, y por el otro, de la edad y el grado de madurez del menor. En cualquier caso, cuando los hijos alcanzan la mayoría de edad, desaparece toda posibilidad de control e intervención en las comunicaciones privadas. Sin embargo, estas limitaciones no se configuran, de ningún modo, en las relaciones conyugales. El desarrollo de nuestro ordenamiento jurídico ha alcanzado un punto en el que resultan del todo rechazables aquellas posiciones que colocan a la mujer en una posición de subordinación respecto al marido. Ni el “cuidado de la familia”, ni la supervisión “de la conducta moral” de uno de los cónyuges, habilita al otro para violentar sus derechos fundamentales. La decisión de dos individuos de unir su vida en matrimonio, no les implica renuncia alguna en sus derechos fundamentales ni en su dignidad, por lo que la protección del secreto a las comunicaciones privadas se mantiene incólume aún en este escenario. 


Amparo directo en revisión 1621/2010. 15 de junio de 2011. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González.”


� Tesis Aislada CLXII/2011. consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena época, Tomo XXXIV, Agosto de 2011, página 226, cuyo contenido es el siguiente: “PRUEBA ILÍCITA. LAS PRUEBAS OBTENIDAS, DIRECTA O INDIRECTAMENTE, VIOLANDO DERECHOS FUNDAMENTALES, NO SURTEN EFECTO ALGUNO. La fuerza normativa de la Constitución y el carácter inviolable de los derechos fundamentales se proyectan sobre todos los integrantes de la colectividad, de tal modo que todos los sujetos del ordenamiento, sin excepciones, están obligados a respetar los derechos fundamentales de la persona en todas sus actuaciones, incluyendo la de búsqueda y ofrecimiento de pruebas, es decir, de aquellos elementos o datos de la realidad con los cuales poder defender posteriormente sus pretensiones ante los órganos jurisdiccionales. Así, a juicio de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, las pruebas obtenidas, directa o indirectamente violando derechos fundamentales, no surtirán efecto alguno. Esta afirmación afecta tanto a las pruebas obtenidas por los poderes públicos, como a aquéllas obtenidas, por su cuenta y riesgo, por un particular. Asimismo, la ineficacia de la prueba no sólo afecta a las pruebas obtenidas directamente en el acto constitutivo de la violación de un derecho fundamental, sino también a las adquiridas a partir o a resultas de aquéllas, aunque en su consecución se hayan cumplido todos los requisitos constitucionales. Tanto unas como otras han sido conseguidas gracias a la violación de un derecho fundamental –las primeras de forma directa y las segundas de modo indirecto-, por lo que, en pura lógica, de acuerdo con la regla de exclusión, no pueden ser utilizadas en un proceso judicial. 


Amparo directo en revisión 1621/2010. 15 de junio de 2011. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González.”


� Ver copia certificada de la escritura **********


� Foja 1 del acta 194 de la correduría pública número 53 en Jalisco.


� “REPRESENTANTE LEGAL. LO QUE SABE COMO PERSONA FÍSICA TAMBIÉN LO CONOCE CON AQUEL CARÁCTER. De conformidad con lo que establece el artículo 21 de la Ley de Amparo, el término de quince días para promover el juicio constitucional se inicia, entre otros casos, desde el día siguiente al en que haya tenido conocimiento el quejoso del acto reclamado. De tal suerte que si en autos se constata que el promovente del juicio de garantías tiene el doble carácter de demandado en lo personal y de representante legal de la empresa quejosa, y que como codemandado compareció al juicio generador del acto reclamado, resulta incuestionable que a partir de esta fecha conoció de la existencia del acto reclamado en su doble carácter, ya que es materialmente imposible que lo conocido por una persona física lo ignore en su calidad de representante de un ente diverso, porque no se puede aislar el conocimiento de una persona en dos partes, es decir, el conocimiento que obtiene es uno solo, por lo que es materialmente imposible que lo que se sabe como persona física se ignore como representante legal, aunque los intereses jurídicos pudieran ser distintos. De ahí que el plazo legal para promover la acción constitucional debe computarse desde el día siguiente al en que conoció el acto reclamado, en cualquiera de sus dos calidades.


Amparo en revisión 3370/97. ********** y otros. 30 de enero de 1998. Cinco votos. Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. Secretario: Jorge Alberto González Álvarez.” 


� “COMUNICACIONES PRIVADAS. NO SE VULNERA EL DERECHO FUNDAMENTAL A SU INVIOLABILIDAD CUANDO LOS PROPIOS INTERLOCUTORES REVELAN EL CONTENIDO DE UNA COMUNICACIÓN EN LA QUE PARTICIPARON Y DE LA CUAL PUEDE DERIVAR EL DESPLIEGUE DE UNA CONDUCTA DELICTIVA (INTERPRETACIÓN DE LOS PÁRRAFOS NOVENO Y DÉCIMO DEL ARTÍCULO 16 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS VIGENTE HASTA EL 18 DE JUNIO DE 2008). Conforme al citado precepto constitucional, el derecho público subjetivo y, por tanto, fundamental de la inviolabilidad de las comunicaciones privadas es relativo, en tanto que la autoridad judicial federal puede autorizar su intervención, mediante el cumplimiento de determinados requisitos. Ahora bien, la intervención a que alude dicha norma se dirige a los sujetos que no llevan a cabo la comunicación respectiva, es decir, a quienes no son comunicantes o interlocutores, pues una vez colmados los requisitos legales para efectuar la intervención relativa, sólo la autoridad judicial federal puede autorizarla, a petición de la autoridad federal facultada por la ley o del titular del Ministerio Público de la entidad federativa correspondiente. De manera que si el indicado derecho fundamental es oponible tanto a las autoridades como a los individuos, resulta evidente que no se vulnera cuando los propios interlocutores revelan el contenido de una comunicación de la que puede desprenderse el despliegue de una conducta delictiva. Esto es, lo que prohíben los párrafos noveno y décimo del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, vigente antes de la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de 2008, es que un tercero ajeno a los comunicantes o interlocutores, sin observar los términos y las condiciones establecidas en el orden normativo, intervenga las comunicaciones privadas, pero no que dichos interlocutores revelen el contenido de la comunicación que sostuvieron con otros, de cuya información se advierta algún evento o conducta penalmente relevantes, por lo que en estos casos los resultados de tales intervenciones pueden tener valor probatorio en juicio.


Amparo en revisión 481/2008. 10 de septiembre de 2008. Cinco votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Jaime Flores Cruz.”


� “DERECHO A LA INVIOLABILIDAD DE LAS COMUNICACIONES PRIVADAS. SU ÁMBITO TEMPORAL DE PROTECCIÓN. La inviolabilidad de las comunicaciones privadas, en lo que respecta a su ámbito temporal de protección, se extiende también con posterioridad al momento en el que se produce la comunicación. Esto resulta de especial importancia en aquellos casos en los que el mensaje se materializa en un objeto una vez finalizado el proceso comunicativo, ya que existen muchos medios de comunicación que, por su naturaleza, conservan el contenido de las conversaciones. Así, el artículo 16, párrafos decimosegundo y decimotercero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, no solo proscribe aquellas interceptaciones de comunicaciones en tiempo real  –es decir, durante el tiempo en que efectivamente se entabla la conversación-, sino también aquellas injerencias que se realizan con posterioridad en los soportes materiales que almacenan la comunicación. 


Amparo directo en revisión 1621/2010. 15 de junio de 2011. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González.”


� La jurisprudencia invocada como apoyo tiene el texto siguiente: “REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO, RECURSO DE. SON INOPERANTES LOS AGRAVIOS AJENOS A LA CUESTION CONSTITUCIONAL PLANTEADA. De conformidad con el artículo 83, fracción V, segundo párrafo, de la Ley de Amparo, la materia del recurso de revisión contra resoluciones que pronuncien los Tribunales Colegiados de Circuito, en materia de amparo directo, se limitará, exclusivamente, a la decisión de las cuestiones propiamente constitucionales, sin poder comprender otras. En consecuencia, todo agravio ajeno a las cuestiones constitucionales examinadas en la resolución recurrida resulta inoperante.”


� La jurisprudencia que se estima aplicable dispone lo siguiente: “REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. SON INOPERANTES LOS AGRAVIOS QUE ADUZCAN CUESTIONES DE MERA LEGALIDAD. Conforme a los artículos 107, fracción IX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 83, fracción V, de la Ley de Amparo, relativos al recurso de revisión en amparo directo, es competencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en esta instancia el estudio de cuestiones propiamente constitucionales. Por tanto, si se plantean tanto agravios sobre constitucionalidad de normas generales o de interpretación directa de preceptos de la Constitución, como argumentos de mera legalidad, éstos deben desestimarse por inoperantes.”
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